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Nota de los autores


 El punto de partida es siempre una duda, y precisamente desde ese germen ha sido elaborado este monográfico, conscientes de que los intentos de conceptualización de cualquier figura jurídica, siempre tan entrelazadas con la idea de lo justo, por norma suelen resultar esquivas con un significado inmutable. Tal circunstancia, ha hecho que nuestros esfuerzos se hayan concentrado en dar soluciones actuales y prácticas a los problemas cotidianos que se generan en el ámbito de una figura tan controvertida por su singular naturaleza, como son las Entidades Urbanísticas de Conservación. Para ello, se han abordado las distintas situaciones desde la perspectiva de lo técnico y de lo jurídico, aunando ambas disciplinas. Entendemos que no puede ser de otro modo si se pretenden dar soluciones efectivas en cualquier campo de la esfera urbanística.

Las Entidades Urbanísticas de Conservación, tal y como se verá, han sufrido desde su surgimiento en nuestro ordenamiento jurídico un devenir que en ocasiones las ha llevado a resultar una figura muy socorrida y utilizada, hasta ser consideradas, en otras, poco menos que perjudiciales para el desarrollo de las distintas competencias que en materia urbanística ostenta la Administración.

Lo cierto es que, a pesar de todo, son figuras que se resisten a desaparecer, y como se podrá comprobar, incluso y a pesar del tímido tratamiento con el que el legislador las incluye en sus distintas normas, vuelven a tener presencia, y estamos seguros de que, cada vez con mayor repercusión, en los distintos ámbitos urbanísticos en los que se pretende gestionar la transformación del suelo de forma equilibrada desde un punto de vista presupuestario y público. En este sentido, la Administración es consciente de que el empleo de determinadas figuras legales, entre las que se encuentran las Entidades Urbanísticas de Conservación, suponen una oportunidad de crecimiento de la ciudad, de creación de actividad negocial que, como se indicará, no podría materializarse sin la colaboración entre lo público y lo privado.

En este sentido, la figura de la Entidad Urbanística de Conservación se alinea con la evolución que en la sociedad actual está experimentando la idea de lo público, con una mayor demanda de participación ciudadana en la gobernanza de todos los ámbitos que le afectan. En este caso, hablamos de cómo debe ordenarse y garantizarse el futuro de la obra urbanizadora que, no puede obviarse, interactúa directamente con la provisión de distintos servicios básicos como pueden ser los de circulación, iluminación, evacuación de residuos y otros imprescindibles para el normal funcionamiento de una ciudad.

Por todo ello, creemos imprescindible que el legislador tome nota de la importancia que en un futuro puede llegar a tener esta figura, que deberá ser abordada con claridad normativa, regulando todos aquellos aspectos que a la fecha han sido erróneamente desconsiderados, y que esta obra intenta poner en evidencia.

Como decíamos al comienzo, la duda es una constante en la abstracción conceptual de la justicia, pero el esfuerzo del operador del derecho debe ser relativizarla al menos a la realidad práctica de ese momento, para intentar en lo posible encontrar una solución que sirva para ordenar esa duda con cierta coherencia. Por ello, el estudio de la Jurisprudencia, no sólo en el momento actual sino en momentos precedentes, ha sido una constante en esta obra, de tal modo que sea el propio lector quien obtenga sus propias conclusiones de lo que en un momento resultó para los distintos tribunales como justo, y lo que les merece tal consideración en la actualidad. Esta comparativa nos parece el mejor de los instrumentos para forjar una defensa convencida, que sirva de base, para que en un futuro, siga evolucionando en las distintas posturas que sean más propicias para resolver de manera satisfactoria los conflictos que se presenten.

En cualquier caso, para la comprensión de esta figura, se han analizado los diversos espacios en los que esta interactúa, para lo que ha resultado imprescindible la consulta de aquellos profesionales que hemos entendido, por su reconocido prestigio, necesarios para acudir en su ayuda. La altura y calidad de sus consejos ha resultado primordial para la realización de esta obra, y es por ello que queremos agradecer su colaboración a los letrados del Ayuntamiento de Almería D.ª María del Mar Capel Carrión, D. Juan Antonio Almansa Cañizares y D. Manuel Ricardo Vallecillos Siles, a la economista también del Ayuntamiento de Almería D.ª Susana Cuena Gil, a D. Gerardo Manuel Vizcaíno García, Gerente de la EUC El Toyo, al economista D. Manuel Dieguez Bautista, al auditor D. Domingo Cavas Gómez, al arquitecto técnico e ingeniero en edificación D. Rubén Fernández Cabrera, y en especial a todos los profesionales que integran el despacho colectivo de Lealtadis Abogados.

Almería. Diciembre del 2021
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Capítulo 1 Concepto y naturaleza de las Entidades Urbanísticas de Conservación


 1.  Origen Histórico

El esfuerzo presupuestario que a lo largo de la historia ha supuesto la ejecución de construcciones públicas puestas al servicio de los ciudadanos, nunca concluyó con la mera materialización de estas, sino que desde antiguo y para que tales infraestructuras resultaran verdaderamente efectivas y duraderas a su propósito, era necesario al igual que en la actualidad, dotarlas de una conservación y mantenimiento futuro. Así, obras como distintos tipos de viales, plazas, jardines, acometidas de todo tipo de servicios entre otras, han sido sufragadas y mantenidas en algunos periodos históricos con cargo exclusivo al erario público municipal o supramunicipal, mientras que en otros casos, resultó necesario para su preservación la colaboración y contribución económica del ámbito privado.

Del estudio de la normativa edificatoria pública en el Derecho Romano, se desprende un claro ejemplo del esfuerzo que desde la época de la Monarquía hasta el período Imperial profesaron los distintos poderes públicos para no sólo ejecutar obras y servicios públicos de dimensiones en ocasiones colosales, sino que también y de igual manera, fue cuidada con una exquisita minuciosidad normativa, la conservación y el mantenimiento necesario de tales infraestructuras. En este período histórico, la conservación y el mantenimiento de las obras siempre se produjo desde una exclusiva asistencia pública, donde resulta anecdótica la colaboración por parte del ámbito de lo privado. Así, en el Derecho Romano, en un principio se organizó la gestión de la conservación y el mantenimiento de las obras y edificios públicos en la figura del procurador y arquitecto del municipium o de la colonia, para más tarde ser sustituido por las instituciones religiosas creadas al efecto, como es el caso de los pontífices instituidos por Numa Pompilio para el mantenimiento de los puentes. Sin embargo, la figura más representativa como se desprende de la Lex Tarentina fechada en la primera mitad del siglo I a. C, resulta ser la de los magistrados, que entre otras facetas también debían encargarse de la construcción y mantenimiento de las infraestructuras y servicios públicos.

En la Hispania Romana, existieron normas que recogen la gran trascendencia que se otorgaba a la necesidad del mantenimiento y la conservación de los bienes de titularidad pública. A modo de ejemplo, en la colonia de Urso, actualmente Osuna, fundada en el 44 a. C., la responsabilidad de esta tarea recaía sobre los decuriones previa propuesta de los magistrados, que incluso para la construcción de este tipo de infraestructuras públicas, podían movilizar obligatoriamente a los colonos a través de un sistema llamado munitio. En la rúbrica 77 de la ley de Urso se refiere la responsabilidad de los duunviros y de los ediles con respecto a tres obras públicas fundamentales para la época, los viae (viales), fossae (canales) y cloacae (cloacas), dándoles la potestad suficiente para hacer (facere), prolongar (inmittere), cambiar (commutare), construir (aedificare) y reparar reforzando (munire). Sin embargo, si bien para la construcción los poderes públicos de la época romana podían obligar al ciudadano colono a colaborar en su ejecución, no así para el mantenimiento y la conservación una vez construidas las obras, cuya financiación para tales menesteres procedía siempre de las arcas municipales, que para la conservación de obras de gran importancia, y en aquellos casos en los que tales obras superaban sus posibilidades presupuestarias, la conservación y el mantenimiento se realizaba a través de un modelo mixto entre los municipios o colonias y los fondos estatales. Claro ejemplo de ello supone la gran concentración de miliarios cerca de Corduba, que acredita la importancia de algunas obras para el Imperio como la Via Augusta, que tanto para su construcción como para su reparación y mantenimiento necesitaba de grandes fondos, en la mayoría de los casos inabarcables por los poderes locales. Sin embargo, incluso en los casos en que se solicitaba el auxilio imperial, las obras eran reparadas, reforzadas o conservadas por la pecunia publica o communis de las arcas municipales (1) .

Con la llegada de la Edad Media, la situación cambia a consecuencia de la merma en los recursos de las arcas municipales y si la máxima en las figuras normativas del Derecho Romano era la de trasladar la obligación de sufragar la conservación y el mantenimiento de las construcciones públicas a los poderes públicos y sus tesoros, en el período medieval, y al abrigo del cum servare, que supuso un deber individualizado de salvar una cosa manteniéndola en buen estado, es cuando podemos afirmar que tienen su origen las primeras figuras de colaboración entre el ámbito de lo público y lo privado para la conservación y el mantenimiento de las opera publicae. Como paradigma de estas figuras normativas encontraríamos a las denominadas Associations de Paix. Las «asociaciones de paz» aparecieron en el medievo francés como verdaderos entes privados para la defensa de caminos y puentes o para el control de incendios o inundaciones. Se trata de situaciones en las que los poderes públicos trasladaban tanto su potestas coercitiva, como sus infraestructuras y medios, al servicio de este tipo de asociaciones comunales, las cuales han evolucionado en el país vecino hasta las actuales Association syndicale des propriétaires, que deben hacerse cargo en la actualidad de los equipamientos colectivos y su conservación.

En el caso de nuestro país, existen claras reminiscencias medievales de la existencia de figuras jurídicas para la conservación de las obras públicas en las que se aunaban ambas naturalezas, la pública y la privada. Es precisamente en el siglo XIII, en el inicio de la madurez del denominado renacimiento urbano de Europa Occidental, cuando en Castilla se plantea la problemática acerca de la conservación de los recintos amurallados como principal baluarte defensivo. Buena muestra de la problemática planteada en ese momento histórico se puede deducir de la importancia que textos jurídicos de la época como las Partidas reconocían a este tipo de construcción pública, en las que si bien era obligación del monarca para con su tierra el de dotar de esta infraestructura para proporcionar seguridad y amparo a sus habitantes («un bien común que sirve al Bien Común»), ello no suponía que la responsabilidad de su mantenimiento dependiera en exclusiva del rey, sino que era obligación de toda la ciudadanía. Esta obligación ciudadana no sólo contemplaba su protección en contiendas bélicas, sino también su conservación a través de la financiación por el erario municipal, salvo cuando una merma sobrevenida en los recursos de las arcas concejiles acontecía, entonces se resolvía esta carencia por medio de la contribución directa de los habitantes del lugar que resultaban beneficiarios de la construcción pública.

De igual manera que las murallas, el mantenimiento de las calzadas de comunicación entre diversas ciudades o villas, puentes y plazas, si bien en un principio recaía sobre las arcas municipales, en ocasiones el coste era tan considerable que para no poner en riesgo el resto del bien común, resultaba imprescindible la búsqueda de otros ingresos, apareciendo nuevas imposiciones económicas al ciudadano que se beneficiaba de estas infraestructuras. Contribuciones como los denominados «nuevos portazgos» o las rentas producidas por los bienes comunales del concejo, fueron muy habituales en este período para estos menesteres, en los que los ciudadanos beneficiarios, no sólo tenían que encargarse por sí mismos del mantenimiento y la conservación de estas construcciones de titularidad pública, sino que además debían de sufragar su mantenimiento y reparación.

En cualquier caso, las Partidas señalaban que tales contribuciones ciudadanas debían destinarse en exclusiva a la conservación, reparación y mantenimiento de los muros y torres de las ciudades en las que se imponían, constituyéndose como ingresos destinados únicamente para tal fin, y que no podían destinarse ni siquiera para sufragar cualquier otra deuda, sin que pudieran eximirse de la obligación, ni a caballeros, clérigos, viudas o huérfanos, ni a ningún ciudadano que ostentara algún privilegio. Todos ellos deberían contribuir de una manera acorde a sus posibilidades (2) .

En definitiva, algunas de las circunstancias en las que se basó el derecho medieval para legitimar el traslado de competencias que en un principio eran exclusivas del ámbito público, como la conservación y el mantenimiento de la construcción pública, al ámbito de lo privado, han ido evolucionando hasta materializarse en nuestros días, con la aparición de la actual figura jurídica denominada Entidad Urbanística de Conservación (EUC), que surge en la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana de 12 de mayo de 1956 (LS1956) y que en nuestra historia más reciente, y tal y como las conocemos en la actualidad, continuó consolidándose en el RD 1346/1976, de 9 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (TRLS1976), concretamente en el art. 53.2.c) que dio sostén a su desarrollo reglamentario, desarrollo que se produjo con los Reglamentos de Planeamiento (RP) y de Gestión Urbanística (RGU) del año 1978 (3) , reglamentos que aún se encuentran en vigor en muchas Comunidades Autónomas. En cualquier caso, se pone de manifiesto que la situación por la que se regula que los propietarios particulares de un determinado ámbito territorial estén obligados a sufragar y gestionar la conservación de las construcciones urbanizadoras de titularidad pública, lejos de ser una situación reciente, encuentra su origen en argumentos muy similares a los ya regulados en normativas que se promulgaron hace más de ocho siglos.

2.  Concepto de Entidad Urbanística de Conservación

2.1.  Conceptos previos

El art. 67 RGU estipula que una vez que se hayan cedido las obras de urbanización ejecutadas en un determinado sector o unidad de ejecución, el mantenimiento de las dotaciones e instalaciones de los diversos servicios públicos, así como la conservación de las obras de urbanización, deberán de correr a cargo de la Administración actuante. Si bien esta es la situación normal, en el mismo cuerpo legal e inmediatamente a continuación, el art. 68 RGU excepciona esta regla, advirtiendo que cuando por el plan de ordenación, por las bases de un programa de actuación urbanística o porque así resultara de disposiciones legales que afectaran a un determinado sector o unidad de ejecución, se declarara la obligación de que la conservación y el mantenimiento de las obras de urbanización, debe recaer sobre los propietarios de un determinado polígono o unidad de ejecución, los propietarios de estos ámbitos territoriales, quedarán sometidos a la obligación de conservar y mantener esas obras de urbanización, mediante la creación de una EUC a la que obligatoriamente deberán integrarse.

Por tanto, y en base a estos preceptos, a los que hay que añadir lo estipulado en el Art. 25.3 RGU, podemos afirmar que las EUC son entidades de derecho público, de adscripción obligatoria de sus miembros, con personalidad jurídica y capacidad de obrar propia, cuya constitución nace con el principal objetivo de una vez recepcionadas, conservar, reparar y mantener las obras de urbanización, así como las dotaciones e instalaciones de los distintos servicios públicos que las conforman.

La STS 11 julio 2007 (rec. 8887/2003) deja buena cuenta de ello, al definir a las Entidades de Conservación de la siguiente manera:

«Nos encontramos, en síntesis, frente a personas jurídicas, dotadas de personalidad jurídica propia e independiente de la de los miembros que la integran (art. 26.2 RGU) y, en consecuencia, con su propia capacidad jurídica, capacidad de obrar y capacidad procesal; como tales cuentan con su propio régimen de obligaciones y responsabilidades, así como con su peculiar régimen estatutario que define su estructura y funcionamiento dentro del marco legal preestablecido, que se ha de integrar con la correspondiente publicidad del acto de su constitución, así como con la inscripción en un Registro Público, a partir de cuyo momento adquiere la personalidad jurídica».


En definitiva, las EUC´s aparecen como figuras vertebradoras de la colaboración necesaria entre lo público y lo privado, para la óptima consecución de la conservación y el mantenimiento de las obras de urbanización, y a las que deberán pertenecer todos aquellos propietarios ubicados en un ámbito territorial, cuyo planeamiento de aplicación o disposición legal obligue a la constitución de éstas. Este hecho supondrá a sus propietarios el deber de gestionar y sufragar el mantenimiento, la reparación y conservación en óptimas condiciones para su uso de las obras de urbanización que se ubiquen en ese ámbito una vez que la Administración urbanística, tras su inspección, haya dado su visto bueno sobre la correcta ejecución de las obras urbanizadoras, a través de su recepción.

2.2.  Tipos de Entidades de Conservación

Existen dos tipos de Entidades de Conservación dependiendo del origen de la adscripción por la cual se ha originado la pertenencia del propietario del ámbito territorial afectado. Así nos podemos encontrar con las denominadas Entidades de Conservación imperativas o forzosas, que resultan ser las más comunes, cuya obligada adscripción para el propietario tiene origen en la existencia previa de legislación o planeamiento que así lo exige, es decir, son aquellas que expresamente sean impuestas por el Plan General, el Plan Parcial, las Bases del Programa de Actuación Urbanística o una disposición legal [STS 15 abril 1992 (rec. 6082/1990)]. A diferencia de estas, cuando la constitución de este tipo de Entidades de Conservación nazca a consecuencia de la decisión voluntaria de los propietarios de un determinado sector o unidad de ejecución, recibirán el nombre de voluntarias, puesto que su constitución se origina por el hecho de que los propietarios del ámbito territorial no confían en que la gestión de la conservación de las obras de urbanización por parte de la Administración resulte óptima a sus intereses, normalmente debido a los escasos recursos que se presuponen al municipio, a la lejanía de estas urbanizaciones del núcleo principal o a la exigencia de unos estándares de calidad elevados. Las particularidades de la constitución de este tipo de EUC de carácter voluntario se verá con detalle en el Capítulo 5, existiendo algunas particularidades en función de la normativa de la Comunidad Autónoma en la que se implante. En estos casos el hecho determinante a regular, ha sido en qué medida la voluntad de una parte de los vecinos puede trasladar obligaciones de conservación a otros, ya que como se ha indicado, se trata de competencias que de forma «nata» pertenecen a la Administración Pública.

La duración es otro de los aspectos que diferencian a los distintos tipos de EUC, pudiendo ser estas temporales o permanentes. Sin embargo, la cualidad de duración sine die que en el pasado se ha otorgado por el planeamiento a algunas EUC, en la actualidad es muy discutida, quedando actualmente y en exclusiva la consideración de permanentes para aquellas EUC constituidas como voluntarias. En estos casos resultará coherente la existencia permanente de la EUC, puesto que, de otro modo, la asunción por parte del municipio de obras de urbanización y servicios con todo su coste asociado sería difícilmente justificable desde el punto de vista de la gestión pública. La diferencia o matiz entre el carácter «permanente» o «indefinido» de la EUC es posiblemente el principal objeto de litigio en estos momentos, tal y como se verá con más profundidad en el Capítulo 3.

Por último, y dependiendo de si la EUC es de creación ex novo o bien si aparece a consecuencia de la transformación de otra Entidad Urbanística Colaboradora previamente existente, ya sea Junta de Compensación, Asociación de Propietarios o Agrupaciones de Interés Urbanístico, las EUC se clasificarán en originales o transformadas, tal y como estipula el art. 25.2.e) RGU. En el caso de las Entidades Colaboradoras preexistentes como Juntas de Compensación u otras transformadas en EUC, será obligatoria la adscripción de la totalidad de sus miembros a la EUC transformada. Sin embargo, no bastará un simple acuerdo asambleario para transformar por ejemplo una Junta de Compensación en EUC, sino que deberá mediar norma general al menos de naturaleza estatutaria, que así lo regule previamente para el cumplimiento de sus fines, suponiendo la transformación en EUC, una continuación en esta última de la personalidad jurídica de la Junta de Compensación, incluso desde un aspecto procesal como se verá en sucesivos apartados. En cualquier caso, tal y como se insistirá a lo largo de toda la obra, es necesario diferenciar el objeto de cada Entidad Urbanística Colaboradora, con independencia de las coexistencias temporales y especiales que pudieran producirse.

2.3.  Obras de urbanización

Una vez definidas las EUC como figuras cuya finalidad resulta ser la conservación y el mantenimiento de las obras de urbanización, y antes de profundizar en su naturaleza jurídica, es imprescindible un análisis previo de las actuaciones de urbanización. Así, tal y como se define en el Art. 7 del RDLeg 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana (TRLS2015), las actuaciones de urbanización se pueden diferenciar en dos grandes grupos. Por un lado, estarían las obras públicas ordinarias, que son aquellas que no se encuentran vinculadas a ninguna actuación de edificación en concreto y que, usualmente, corresponden a renovaciones o mejoras de infraestructura en suelo en situación legal de urbanizado. Aunque no se encuentran indicadas expresamente en el TRLS2015, la legislación autonómica también suele considerar las denominadas obras complementarias de urbanización, que son aquellas que, realizadas al margen de la delimitación de una unidad de ejecución, comprenden las obras necesarias para que las parcelas del suelo urbanizado alcancen la condición de solar según se establezca en el planeamiento municipal y la propia legislación autonómica. Finalmente, estarían las obras de nueva urbanización, donde a través de una actuación integrada se ejecutan las infraestructuras necesarias para que el suelo pase de situación rural a la de urbanizado, generando parcelas aptas para la edificación dotadas de todos los servicios necesarios exigidos por la ordenación territorial y urbanística. Estas actuaciones de nueva urbanización (actuaciones de transformación urbanística) desarrollan el contenido de un Proyecto de Urbanización, son de obligada ejecución por los propietarios de un determinado ámbito territorial, y pueden contemplar no solamente las actuaciones internas al ámbito urbanístico sino también los sistemas generales o dotaciones públicas que se recogieran en el Proyecto de Urbanización por haber sido asumidos por los propietarios a través de convenio urbanístico con el municipio o se haya justificado y motivado convenientemente su inclusión en la ordenación que lo establece (STS 27 mayo 2015 (rec. 2678/2013) (4) . En este sentido, tal y como se verá con más extensión en los Capítulos 3 y 4, habrá que considerar en cada caso la naturaleza de las obras, para decidir si podrán o no ser susceptibles de que su conservación y mantenimiento corresponda a una EUC o si, por el contrario, esta obligación debe recaer necesariamente en la Administración titular de la infraestructura.

3.  Naturaleza Jurídica

3.1.  Aspectos generales

El Art. 24 RGU, en sus apartados 1 y 2c) estipula que las EUC son un tipo de Entidades Urbanísticas Colaboradoras, y por tanto, se puede afirmar que como aquellas, suponen un sistema de participación en la mayoría de los casos obligatoria para la gestión urbanística de un determinado ámbito territorial, al tratarse de asociaciones propter rem tendentes a asegurar el mantenimiento y la conservación de la urbanización, eso sí, regidas por una serie de principios que las estructuran en su funcionamiento interno, tales como publicidad del procedimiento y toma de decisiones dentro de un sistema democrático, cuyos acuerdos cuando estén enfocados a la gestión urbanística, tendrán siempre naturaleza administrativa. Así se indica, entre otras, en la STS 7318/1989 de 14 diciembre:

«Si conforme a los arts. 24, 25, 26 y 67 Reglamento de gestión, las entidades urbanísticas de conservación tienen carácter administrativo y dependen en este orden de la Administración urbanística actuante, siendo obligatoria la constitución de una entidad de dicha naturaleza siempre que el deber de conservación de las obras de urbanización recaiga sobre los propietarios comprendidos en un polígono o unidad de actuación en virtud de las determinaciones del Plan de ordenación o bases del programa de actuación urbanística o resulte expresamente de disposiciones legales, forzoso es declarar el acierto de la sentencia apelada al reconocer la competencia de esta jurisdicción para el conocimiento de los acuerdos dictados por los órganos de gobierno de la entidad apelante, relativos a cuestiones administrativas, entendiendo por tales tanto las de gestión urbanística como las derivadas de la formación de la voluntad de sus órganos colegiados, indispensables para la validez de sus acuerdos, por cuanto la decisión del Consejo rector y de la Asamblea general de la comunidad de suspender el derecho de voto de unos determinados comuneros e impedir su participación en la adopción de una serie de acuerdos relativos a la censura de la gestión y aprobación de un ejercicio económico así como a la renovación del propio Consejo rector puede repercutir de forma directa en los resultados que se tomen y en la actuación de la entidad de conservación en orden a la materia urbanística».


Esta colaboración ciudadana a las que las EUC someten a sus miembros, aunque de obligado cumplimiento, lejos de atentar como se podría pensar contra nuestro ordenamiento jurídico, se sustenta en preceptos como los Art. 9.2, 105 y 129 CE, que señalan la participación de los administrados en el ámbito público como principio fundamental [STS 20 septiembre 2005 (rec. 4667/2002)] .

Por otro lado, como ya se ha señalado, las EUC son personas jurídicas, dotadas de personalidad propia e independiente de la de los miembros que la componen (art. 26.2 RGU) y, por ende, ostentan su propia capacidad de obrar, así como su propia capacidad procesal. Su personalidad jurídica para operar en el ámbito administrativo la adquieren desde el momento de la inscripción en el correspondiente Registro Público de Entidades Colaboradoras, articulado conforme se establezca en cada legislación autonómica. Como personas jurídicas independientes, cuentan con su propio régimen de obligaciones y responsabilidades, y están dotadas de un régimen estatutario singular que las define en su estructura y funcionamiento democrático interno [SSTS 26 octubre 1998 (rec. 5194/1992), 20 septiembre 9 2005 (rec. 4667/2002) y 11 julio 2007 (rec. 8887/2003)].

En cualquier caso, y aquí es donde radica la dificultad interpretativa por parte de los distintos operadores de esta figura, si bien las EUC pueden ser clasificadas en orden a su naturaleza como personas jurídicas asociativas y eminentemente administrativas, los calificativos dados por otros autores amplían tales aspectos, significándolas como entidades de naturaleza sectorial, como refiere García de Enterría (5) . Otros autores, sin embargo, entienden que son susceptibles de ser consideradas como Administración Institucional, o como agentes descentralizados de la Administración, tal y como indica Romero Hernández (6) .

Por tanto, se puede afirmar que no existe un consenso sobre el alcance de la naturaleza jurídica de este tipo de entidades, y lo que aún resulta más problemático si cabe, supone el hecho de las diversas naturalezas jurídicas que pueden desprenderse de sus actuaciones, en algunos casos de naturaleza sin duda pública, pero en otros muchos de naturaleza privada, existiendo en muchas ocasiones, una duda más que razonable, como se abordará a continuación, del carácter público o privado de sus actos, circunstancia que sin duda pone de relieve su naturaleza heterogénea [STSJ Comunidad Valenciana 08 abril 2009 (rec. 98/2008)] (7) .

No obstante, lo que debe quedar claro es que el carácter administrativo de las EUC, en cuanto forma de participación de los propietarios de un sector en la gestión urbanística se desprende de la dependencia que tienen con respecto de la Administración que las tutela, en cuanto a que se atribuye a la Administración tutelante la resolución de los recursos de alzada planteados contra los acuerdos de la Asamblea General de la EUC, así como la fiscalización de su actuación, ostentando la Administración actuante plenas facultades para proceder a la inspección de los documentos, libros y demás elementos necesarios, para conocer la actuación de la EUC y su desenvolvimiento económico (STS 1280/1990 de 14 febrero).

3.2.  La naturaleza dual de las EUC

Sin duda, la diversa naturaleza jurídica que se desprende de los actos que emanan de una EUC las conforma como una figura híbrida, que dificulta entre otros su tratamiento procesal, y si bien y como se ha indicado el carácter administrativo de las EUC no ofrece dudas, no por ello puede desconocerse la naturaleza privada que en algunos aspectos pueden llegar a tener.

De modo que, si bien el carácter administrativo emana de funciones tales como la conservación y administración de urbanizaciones en las que actúa en lugar de la propia Administración, por otro lado ejerce como entidad privada cuando se limita a gestionar los intereses privados de los propietarios que la conforman, es decir, en aquellos casos en los que su objetivo, consiste por ejemplo, en la celebración de préstamos, contratación de servicios etc., situaciones todas ellas en las que se someten al Derecho Privado. Por tanto, gozarán de una capacidad de derecho público cuando realicen funciones públicas en virtud de la delegación que las convierte en agentes descentralizados, y de una capacidad de derecho privado para la gestión de los intereses propios de sus miembros, cuando en sus actuaciones no exista ejercicio de funciones públicas.

En cualquier caso, y en cuanto a su carácter administrativo, hay que tener muy en cuenta que éste se desarrolla en el ámbito de la gestión urbanística al que deberá circunscribirse, sin que pueda extenderse o extrapolarse a otros ámbitos público-administrativos como el tributario. Por ejemplo, no puede pretenderse que, por medio de la actuación de la EUC, se instrumentalice la gestión directa de los procedimientos de apremio contra los propietarios morosos [STSJ Cataluña 27 noviembre 2003 (rec. 964/2001)].

En todo caso, y para clasificar la naturaleza de los acuerdos dictados por los distintos órganos de gobierno de una EUC, habrá que analizar si tales acuerdos afectan a cuestiones de índole administrativa o, si por el contrario, el acuerdo para su materialización futura, conlleva la necesidad de actuar con arreglo a la norma privada, al desplegarse los efectos de este acuerdo precisamente en la esfera del ámbito de lo privado. Así, y para dirimir si nos encontramos ante situaciones sometidas al derecho público, deberemos de tener muy en cuenta si de sus acuerdos se desprenden efectos que puedan repercutir directamente en el fin al que se debe la EUC. De modo que, y cuando los acuerdos de los distintos órganos de gobierno afecten por ejemplo al derecho de voto, a la censura o aprobación de la gestión realizada por estos órganos, la aprobación de un ejercicio económico, la renovación de los miembros del Consejo o la aprobación estatutaria entre otros, tales acuerdos estarán siempre sometidos al Derecho Administrativo (STS 7318/1989 de 14 diciembre).

Como ejemplo, y para entender la controvertida naturaleza que concurre en las EUC, podemos señalar un caso real acontecido en una EUC, en la que su órgano de gobierno, se vio obligado a plantear una consulta a la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones (8) , solicitando aclaración acerca de si para la implantación del servicio de proveedor de acceso a internet privado, existía la obligación de notificar a la Administración Estatal la actividad pretendida. Así, «en tanto en cuanto algunas consideraciones dotan a la Entidad de ciertas particularidades en cuanto a su naturaleza jurídica y en cuanto a los destinatarios del servicio», señalaba asimismo la EUC en su solicitud, que los destinatarios serían los 1.640 vecinos pertenecientes a cada una de las comunidades de propietarios que a su vez integraban la EUC. En la consulta se hacía hincapié, en la necesidad que la Administración advirtiera que la EUC y las Comunidades de Propietarios (CCPP) que la conformaban, eran entes distintos, y que la financiación de la infraestructura necesaria para la implantación del servicio, así como los gastos de futuro que se derivaran del mismo, se cubrirían mediante los presupuestos anuales de la propia EUC, como un gasto común más, que ya había sido incluso ratificado en Asamblea. Asimismo, señalaba la consulta, que el servicio se prestaría desde el programa de gestión contratado con la compañía telemática por la EUC, y sin intención de ceder la explotación de la red ni de la prestación del servicio al Ayuntamiento. Planteada la consulta, la Comisión perteneciente al entonces Ministerio de Ciencia y Tecnología, tuvo que abordar en primer lugar para su resolución el análisis de la naturaleza jurídica de la EUC, con el fin de discernir si a ésta le sería de aplicación el régimen general estipulado en la Ley General de Telecomunicaciones para la explotación de redes y la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas, o si por el contrario, se le debía aplicar, el régimen de condiciones establecido en la mentada ley y sus reglamentos para las Administraciones Públicas.

Para el estudio de la naturaleza jurídica de la EUC se analizaron sus Estatutos, en los que literalmente se regulaba como funciones de la entidad: «La gestión de administración precisa para la conservación de las obras de urbanización, servicios y equipamientos de uso y disfrute común y la ordenación de su adecuada utilización dentro de los límites establecidos por la Ley y estos Estatutos». De la misma manera, como no podía ser de otro modo, los Estatutos señalaban que la EUC consultante desarrollaría su actividad bajo la dependencia del Consistorio en cuyo término se encontraba la urbanización, recogiendo asimismo, que los propietarios de esta, estaban obligados a contribuir con los gastos de conservación y mantenimiento de las obras e instalaciones de los servicios públicos necesarios prestados por la EUC, reconociéndoles como derecho el de utilizar y beneficiarse de los bienes y servicios de la EUC.

En este caso, se puede ver claramente como la Administración se encontró con que en el ámbito de afección de la EUC existían por un lado bienes de titularidad pública propiedad del Ayuntamiento, y que por tanto, no pueden convertirse en bienes de titularidad privada, siendo estos bienes, los viales públicos, los espacios libres, las zonas verdes entre otros, y que además debían mantenerse y conservarse por los miembros de la EUC y que, por otro lado, existían bienes como elementos comunes, propios del régimen de propiedad horizontal de aquellas CCPP, que formaban parte de la EUC, y que por tanto, no estaban afectos al uso o al servicio público, no pudiendo ser cedidos al Ayuntamiento al no ser de titularidad pública, sino de los propietarios de la CPP. En cualquier caso, hay que tener en cuenta que, como señala el Alto Tribunal puede concurrir la pertenencia de un propietario a ambas figuras, EUC y CPP, sin que por ello acontezca incompatibilidad alguna [STS 20 septiembre 2005 (rec. 4667/2002)]. En el ejemplo en concreto, nos encontramos que precisamente la urbanización se había constituido en sus inicios, como comunidad de propietarios, perteneciendo a ella todos aquellos que tenían ese título dentro de la urbanización, para con posterioridad, constituirse además en EUC. Una vez constituida la EUC, aparecieron nuevas CCPP, una por cada bloque de propietarios, que también pertenecen a la EUC, coexistiendo por tanto una CPP general y una por cada bloque de viviendas, pero no podía obviarse tal y como señalaba la Sentencia anteriormente referida que:

«…aunque éstos se hayan constituido en régimen de Comunidad de Propietarios para regular sus relaciones de derecho privado, a los acuerdos de la Asamblea de la Entidad de Conservación, no le son aplicables las reglas de aquélla (la Ley de Propiedad Horizontal) sino el ordenamiento urbanístico correspondiente».


En el caso en cuestión, la EUC es la que pretendía dotar a la urbanización de una red Wifi propia para ofrecer acceso a Internet a los propietarios, con cobertura limitada a la propia urbanización, para lo cual, se necesitaba de una estación base que se situaría en la torre de comunicaciones de la urbanización, propiedad de la compañía de telecomunicaciones, por lo que se contrató para la EUC una línea ADSL y la instalación de una red inalámbrica Wifi, para emitir la señal por toda la urbanización. Para el aprovechamiento de este sistema, las CCPP deberían instalar un receptor, para recibir la señal e introducirla en el interior de los edificios, de lo que se desprende que la red sobre la que consultaba la EUC, se instalaba sobre elementos de la urbanización, de la que se encarga la propia EUC, mientras que el resto de la red, debía ser instalada sobre azoteas e interiores de los edificios de propiedad privada y común, y por tanto, sometidos al régimen del art. 396 del Código Civil, ámbito que en consecuencia, quedaría fuera de la competencia de la EUC.

Por tanto, el análisis se centró finalmente y en exclusiva en la infraestructura que la EUC se había comprometido a materializar en la urbanización. Sin embargo, y tal y como advirtió la Comisión, el servicio de acceso a Internet no se encontraba dentro de los servicios debidos de conservar por la EUC que, a mayor abundamiento y como igualmente indicó la Administración Estatal, ni siquiera eran considerados como servicios públicos, por lo que no se encontraban dentro de las funciones administrativas que tienen legalmente asignadas las EUC. Tampoco se realizaba para la gestión ni la ejecución del planeamiento, ni para administrar la conservación de la urbanización, y por ello, y como indicó la Comisión en este caso, para realizar las actividad consistente en dotar a la urbanización de una red Wifi, la EUC no actúa en lugar de la propia Administración, actúa meramente como un ente privado, gestionando los intereses privados de sus miembros, por lo que debía someterse al Derecho Privado, ya que además la red, no podía considerarse bien de titularidad pública susceptible de ser cedida al Ayuntamiento. En consecuencia, y para la materialización de tal actividad de comunicación electrónica, la EUC no funcionaría investida de ninguna potestad pública, aplicándosele por ello el régimen general de la Ley General de Telecomunicaciones, y no el que señala el art. 8.4 del mismo cuerpo legal para las Administraciones Públicas.

Además, y tratándose de un servicio que presta la EUC para dar cobertura en exclusiva a los propietarios de la urbanización sin perseguir la obtención de beneficio alguno, más allá del propio servicio, la Comisión reconoció la naturaleza de éste como servicio de autoprestación y en virtud del art. 6.2 de la Ley General de Telecomunicaciones, resolvió que finalmente la EUC no estaba obligada a la notificación previa del inicio de sus actividades de comunicaciones electrónicas, reconociendo a la EUC para este caso como ente privado, al perseguir con la actividad un beneficio exclusivo para sus miembros sin trascendencia a terceros, ni al ámbito de lo público.

Como se puede ver en este ejemplo no es evidente en qué momentos nos encontramos ante un acto de la EUC de naturaleza pública o privada, sino que será necesario un análisis ad hoc donde se consideren todos los efectos que de ese acto o actividad se deriven.

Asimismo, también es muy discutido, tal y como se abordará en otros capítulos, si una EUC puede someter a sus miembros al abono de este tipo de servicios o si por el contrario, excede de las funciones que la norma urbanística les encomienda.

3.3.  Las EUC como excepción a la libertad negativa de asociación

En suma, y en cuanto a la naturaleza jurídica de las EUC, podemos afirmar que si bien la existencia de esta figura implica una ausencia de coacción en la toma de sus decisiones y por ende, podemos considerarla como un caso de libertad negativa de asociación, sin embargo y al mismo tiempo no puede obviarse que estará en todo momento limitada por la obligación de la consecución del interés público para el que ha sido creada, y que no es otro que la conservación y mantenimiento de las obras de urbanización del ámbito territorial afecto por la EUC, circunstancia que las conforma, sin duda, como una excepción a la libertad negativa de asociación, junto con la obligación de pertenencia en aquellas de carácter obligatorio.

Es precisamente esta excepción la que supone el principal argumento de los detractores de las EUC, puesto que entienden que si bien su base legal se sostuvo en un primer momento por lo estipulado en el Art. 53 TRLS1976 y sus derivadas en los Arts. 24 y ss. RGU, se trata de normas preconstitucionales. Esta situación reglamentaria preconstitucional ha provocado que apariciones posteriores de normas con rango legal como la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre régimen del Suelo y Valoraciones (LS1998) posibilitara interpretaciones en su aplicación, tendentes a argumentar una incompatibilidad entre el reglamento preconstitucional y la ley básica estatal, puesto que el contenido del art. 14 de la LS1998, señalaba de forma taxativa, cuáles eran las obligaciones de los propietarios del suelo urbano, así como el art. 18 de la misma ley, hacía lo mismo con respecto a los suelos de naturaleza urbanizable, y aunque si bien la normativa autonómica podía concretar esos deberes, en cualquier caso, no podía añadir obligaciones nuevas de las recogidas en la norma con rango estatal, que no contenía la obligación de la conservación de las obras de urbanización por los particulares. Así, la asunción de compromisos en este sentido desde el punto de vista de la norma autonómica difícilmente podía suponer la creación de una entidad de adscripción obligatoria como resultan ser las EUC. A pesar de ello, tal y como se desarrollará en el Capítulo 2, las Comunidades Autónomas fueron recogiendo de forma expresa esta figura en su normativa autonómica propia, dando amparo legal incluso a las EUC preexistentes a la llegada de la Constitución.

Un ejemplo paradigmático acerca de las dudas del legislador en este aspecto es el de la Comunidad Valenciana. En esta Comunidad Autónoma, la Disposición Transitoria Décima (9)  de Ley 6/1994, de 15 de noviembre, Reguladora de la Actividad Urbanística, fue más allá del reconocimiento de las EUC preexistentes, cuando además señaló la posibilidad de crearlas incluso en aquellos casos en los que se pretendiera legalizar actuaciones urbanísticas irregulares. Sin embargo, en un giro de guion, la Ley 16/2005, de 30 de diciembre, Urbanística Valenciana, se manifestó contraria a este tipo de entidades, regulando que no era posible la adscripción obligatoria de los propietarios de un determinado ámbito a este tipo de figuras (10) .

La prohibición del legislador valenciano en el año 2005 tuvo sus consecuencias, ya que dificultó la implantación de nuevas oportunidades económicas de naturaleza industrial, de innovación y desarrollo del tejido empresarial, obligando a los Ayuntamientos a financiarse a través de otras fuentes para la conservación y mantenimiento de estos ámbitos territoriales, o recurriendo al empleo de otras figuras como las Asociaciones de Propietarios o las Agrupaciones Económicas, que nunca llegaron a encajar correctamente con el sistema de gestión de servicio público. Ello derivó en problemas complejos de resolver por el choque frontal de las pretensiones de los propietarios con el interés público de la colectividad, entorpeciendo la consolidación de los nuevos proyectos estratégicos. Por el contrario, en aquellas autonomías como la Comunidad Autónoma de Madrid, Cantabria o Andalucía entre otras, en las que las EUC estaban expresamente amparadas en su norma autonómica, la posibilidad de implantación de las EUC permitió la aparición de nuevas zonas económicas estratégicas con una mayor fluidez y consolidación.

Esta realidad motivó que el legislador de la Comunidad de Valencia retomara la posibilidad de crear las EUC, aunque de una forma titubeante que puede ocasionar nuevos problemas de interpretación en el futuro. Así, la nueva aproximación para posibilitar otra vez la aparición de las EUC se produce, en el ámbito valenciano, en la Ley 5/2014, de 25 de julio, de Ordenación del Territorio, Urbanismo y Paisaje, en concreto en su art. 160 apartados 4 y 5 (11) . Este precepto incluye un matiz sin duda trascedente, al permitir la gestión de la conservación de las obras de urbanización a través de la gestión indirecta, donde la contratación de la conservación de la urbanización se deberá realizar de conformidad con la legislación de contratos del sector público. De este modo, las asociaciones de propietarios cuyo objeto sea esta conservación y el mantenimiento de servicios de valor añadido tendrán una especial consideración en la adjudicación del contrato. En estos casos, la administración deberá sufragar el mantenimiento de los servicios ordinarios, mediante aportaciones económicas, siendo a cargo de las propias asociaciones la conservación de las obras y servicios extraordinarios.

Por tanto, y desde esta postura, se deja abierta la posibilidad que en ámbitos terciarios o industriales de nueva creación, puedan constituirse de nuevo las EUC, posibilidad que de una manera mucho más concreta, deja patente la Ley 14/2018, de 5 de junio, de Gestión, Modernización y Promoción de las Áreas Industriales de la Comunitat Valenciana, que permite la creación de las entidades de gestión y modernización de los ámbitos estratégicos de uso terciario o industrial, compuestas por los titulares del suelo, sin ánimo de lucro, con plena capacidad de obrar y personalidad jurídica propia, a las que se les permite que cuando sea acordado por los miembros que las integran, y sea atribuida tal posibilidad por el Consistorio, puedan arrogarse la gestión y conservación de los servicios públicos conforme a la legalidad vigente en ese momento (12) .

Este ejemplo paradigmático en nuestro país, sin duda pone de relevancia, que en aquellos casos en que el legislador autonómico ha pretendido erradicarlas movido en por el afán de terminar con la problemática que este tipo de entidades ha provocado históricamente a muchos Ayuntamientos, normalmente como consecuencia de la constante reivindicación de sus miembros para que se proceda a su disolución, se ha manifestado un problema aun mayor, como es la pérdida de oportunidades de crecimiento y desarrollo de la comunidad.

De este modo, la pérdida de oportunidades ligada a esta figura, será única responsabilidad del legislador autonómico que decida expulsarlas de su ordenamiento jurídico, puesto que la evolución en el derecho estatal más reciente, como acontece desde el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo (TRLS2008), si bien declaraba nulos los convenios entre el promotor y la Administración por los que se impusieran obligaciones distintas de las legalmente previstas, estableciendo taxativamente los deberes y obligaciones durante la transformación del suelo, permitía como en la actual normativa vigente, que la legislación autonómica creara ex novo nuevos deberes derivados de la clasificación del suelo. Esta circunstancia, que se mantiene en la actualidad, es la que habilita que a través de la norma autonómica, se introduzca como obligación para aquellos ámbitos en los que concurran los requisitos que se detallarán en el Capítulo 3, la posibilidad de afectar a determinados sectores o unidades, con la necesidad de la creación de una EUC.
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Capítulo 2 Legislación estatal y autonómica aplicable


 1.  Marco urbanístico de la Entidad de Conservación

Antes de abordar la actual normativa reguladora de las EUC, procede ubicar estas entidades en su lugar desde el punto de vista urbanístico. Como es conocido, la STC 61/1997, de 20 de marzo diseccionó la legislación urbanística estatal entonces en vigor para determinar qué aspectos correspondían a técnicas puramente urbanísticas, cuya competencia reguladora recaía en las Comunidades Autónomas (art. 148.1.3ª CE) de aquellos otros que, por formar parte de las bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica, podían ser regulados por el Estado (art. 149.1.13ª CE).

A la vista del resultado, los aspectos relativos a la conservación de las urbanizaciones, y dentro de ellos las EUC, son consideradas como un aspecto estrictamente urbanístico que, por lo tanto, debía ser regulado por cada Comunidad Autónoma. De este modo, las referencias al mantenimiento de las urbanizaciones prácticamente desaparecen de la legislación estatal a partir de la LS1998 (que todavía habría de ser depurada en ciertos artículos por la STC 164/2001, de 11 de julio). Como se verá en los apartados siguientes, en la normativa estatal solamente persiste una referencia relativa al acceso al Registro de la Propiedad de las cargas de conservación de urbanizaciones, quedando el resto de regulación confiada a cada Comunidad Autónoma.

Aunque en la actualidad todas las Comunidades Autónomas han realizado su correspondiente desarrollo legal en materia urbanística (en algunos casos todavía incompleto desde el punto de vista reglamentario), fue necesaria una transición desde el régimen regulatorio estatal, que en el caso de las EUC no ha estado exento de controversia, ya que muchas de ellas venían existiendo desde algunas décadas antes. En algunas Comunidades Autónomas la propia normativa autonómica fue la que estableció sus propios regímenes transitorios, mientras que, en otros casos, algunos aspectos en litigio han tenido que ser resueltos por los Tribunales de Justicia.

2.  Legislación Estatal

2.1.  Antecedentes legislativos

Como ocurre con casi todas las figuras urbanísticas actuales, las bases para la existencia de las EUC se ponen en la LS1956. Así, el art. 41.2 LS1956 recoge que dentro de la documentación a incluir en los proyectos de urbanizaciones de iniciativa particular debían incluirse, entre otras, las siguientes determinaciones:


3. Modo de ejecución de las obras de urbanización y previsión sobre la futura conservación de las mismas.

4. Compromisos que se hubieren de contraer entre el urbanizador y el Ayuntamiento y entre aquél y los futuros propietarios de solares.



Aunque en la LS1956 la figura de la EUC no está expresamente reconocida, el art. 41.2 LS1956 establece la obligatoriedad de que ya desde el planeamiento de desarrollo se especifique cómo ha de llevarse a cabo la futura conservación de las urbanizaciones, dejando la puerta abierta a que, aparte del municipio, otros agentes puedan intervenir en el mantenimiento de las infraestructuras generadas tras el proceso urbanizador. Por otro lado, también ha tenido una gran trascendencia futura la nítida diferencia que se establece entre los tres principales agentes que forman parte del proceso urbanizador: el promotor de la urbanización, el Ayuntamiento y los futuros propietarios de solares.

Es notorio indicar que el art. 41.2 LS1956 conserva su vigencia hasta la propia STC 61/1997, ya que no fue modificado ni por la Ley 19/1975, de 2 de mayo, de Reforma de la Ley sobre Régimen del suelo y ordenación urbana, ni por la Ley 8/1990, de 25 de julio, sobre Reforma del Régimen Urbanístico y Valoraciones del Suelo, quedando incorporado tanto al TRLS 1976 (art. 53.2) como al Real Decreto Legislativo 1/1992, de 26 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana (TRLS1992, art. 105). De hecho, incluso es replicado de forma prácticamente mimética en muchos de las actuales normativas autonómicas.

Así, la única aportación legal estatal adicional en lo relativo a las EUC previa a la STC 61/1997 es la Disposición Adicional Décima de la Ley 8/1990, donde se establece que serán objeto de inscripción en el Registro de la Propiedad los actos firmes de aprobación de expedientes de gestión urbanística que establezcan, entre otros aspectos, garantías para la conservación de la urbanización. Esta disposición queda insertada en el art. 307 del TRLS1992.

2.2.  Legislación estatal vigente

Dado su carácter marginal respecto al urbanismo propiamente dicho, el art. 307 TRLS1992 no es depurado por la citada STC 61/1997, siendo la única referencia específica a la conservación de las urbanizaciones que queda vigente en el marco de todo el Estado a la entrada del siglo XXI. Dado que siguiendo la senda trazada por el Tribunal Constitucional la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo ni incorpora nuevas referencias respecto a esta temática, la única referencia en la normativa estatal es este artículo, insertado como art. 65 dentro del vigente TRLS2015.



	
RDL 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana (TRLS2015).

— Art. 65.





2.3.  Reglamentos urbanísticos estatales

2.3.1.  Introducción

De toda la legislación urbanística estatal, la única que ha tenido amplio desarrollo reglamentario ha sido el TRLS 1976. Sus tres conocidos reglamentos de desarrollo, el Reglamento de Planeamiento (RP), el Reglamento de Gestión Urbanística (RGU) y el Reglamento de Disciplina Urbanística (RDU, RD 2187/1978 de 23 de junio), más allá de su propia vigencia, que en algunas autonomías se prolonga hasta el día de hoy, han ejercido una importante influencia en posteriores textos reglamentarios, marcando unas bases reguladoras suficientemente sólidas en casi todos los aspectos del urbanismo. En el caso de las EUC, aunque algunos aspectos de vital importancia conceptual se regulan en el RP, la mayoría de referencias se sitúan en el RGU, ya que la conservación de la urbanización es un aspecto que se inserta plenamente en la fase de gestión urbanística.

2.3.2.  El Reglamento de Planeamiento de 1978

La única referencia que establece el RP respecto a las previsiones que debe contener el planeamiento en relación con la futura conservación de la urbanización se encuentran en su art. 46. Conforme al contenido que arrancaba desde el art. 41.2 LS1956, se explicita que en los Planes Parciales de iniciativa particular (figura de planeamiento de desarrollo empleada en el entonces denominado suelo urbanizable programado) se debía determinar bajo qué fórmula se llevaría a cabo la futura conservación de la urbanización, indicando si debía ser a cargo del Ayuntamiento de los futuros propietarios de parcelas o de los promotores, siendo preceptivo en estos dos últimos casos que se indicara el período de tiempo por el que se extendería tal obligación.

Como se puede observar, en una única disposición el RP regula aspectos de gran interés. Por un lado, aclara que cualquiera de los tres agentes que intervienen en un proceso urbanizador convencional pueden encargarse de la conservación de la urbanización, siempre que así se establezca en el planeamiento. Por otra parte, establece que siempre que la obligación de conservar se transfiera al promotor de la actuación o a los propietarios de los productos inmobiliarios, se debe hacer constar el período por el que se realiza esta encomienda. Es decir, de forma indirecta se establece que el régimen «normal» es aquel en el que el municipio se hace cargo del mantenimiento de la urbanización una vez que entra en servicio.

Casi todos los aspectos anteriores han sido objeto de amplia controversia en los Tribunales de Justicia. Como se desarrollará en el siguiente capítulo, dado que el art. 46 RP se refiere a urbanizaciones de iniciativa particular, por ejemplo, se ha discutido acerca de si esta obligación especial de mantenimiento puede afectar a los propietarios de urbanizaciones de iniciativa pública. Pero, tal y como se verá en el Capítulo 3, sin duda el principal objeto de litigio ha sido el de definir el alcance temporal sobre el que se puede extenderse esta obligación especial.

A pesar de que entró en vigor hace casi 45 años, el RP tiene cabida en este capítulo no solamente como referente histórico de la legislación urbanística, sino porque todavía conserva su vigencia en varias autonomías que no han efectuado un desarrollo reglamentario propio. Las Comunidades Autónomas en las que el RP es vigente son las que se indican a continuación:



	
Andalucía: vigente con carácter supletorio.

Islas Baleares: vigente en Ibiza, Formentera y Menorca.

Cantabria: vigente con carácter supletorio.

Madrid: vigente con carácter supletorio.

Murcia: vigente con carácter supletorio.

País Vasco: vigente con carácter supletorio.

La Rioja: vigente con carácter supletorio.

Valencia: vigente con carácter supletorio por derogación del reglamento propio.





2.3.3.  El Reglamento de Gestión Urbanística de 1978

El RGU ha constituido el núcleo de la regulación de las EUC hasta que ha ido siendo desplazado por los respectivos reglamentos autonómicos (allá donde existen). De hecho, es el primer texto legal donde se reconoce su existencia, dentro del contexto de las Entidades Urbanísticas Colaboradoras bajo la denominación de «Entidades de Conservación» (art. 24 RGU).

Como es lógico, el RGU regula las EUC en el contexto de toda la actividad de gestión urbanística. Sin ánimo de ser exhaustivos, el núcleo de la regulación de las EUC, así como del proceso de conservación de la urbanización es el que se indica a continuación:


	
1º.  El art. 180 RGU indica que, en el caso de las actuaciones desarrolladas por iniciativa particular (compensación), se deberá proceder a una cesión formal de las obras de urbanización, instalaciones y dotaciones a la Administración actuante, que salvo supuestos especiales (actuación entre varios municipios, actuaciones consorciadas, etc.) es la municipal. Dicha cesión será formalizada con la suscripción de la correspondiente acta. Aunque no se hace una previsión expresa, se entiendo que en el caso de actuaciones de iniciativa municipal será igualmente necesario un acto de recepción, en este caso al amparo de la legislación en materia de contratos de las administraciones públicas. Como se verá en el Capítulo 4, la inexistencia de un acta de recepción formal (recepción presunta) ha sido fuente de innumerables conflictos.

	
2º.  De forma coherente con el art. 46 RP, los art. 67 y 68 RGU establecen que el encargado del mantenimiento de la urbanización una vez formalizada su recepción por el municipio será este, salvo previsión expresa por el Plan de Ordenación (término empleado en sentido amplio), por un Programa de Actuación Urbanística (figura para el suelo urbanizable no programado) o por previsión legal expresa, en cuyo caso esta obligación podrán ser los propietarios incluidos en el polígono o unidad de actuación. En este caso, los propietarios deberán integrarse en una EUC. Cabe señalar que respecto al RP desaparece la previsión de que el encargado de la conservación pudiese ser el promotor de la urbanización.

	
3º.  El art. 25.3 RGU matiza que en los supuestos anteriores no solamente es preceptiva la constitución de una EUC, sino también que es obligatoria su pertenencia para todos los propietarios incluidos en su ámbito territorial.

	
4º.  Las EUC, como el resto de Entidades Urbanísticas Colaboradoras, tendrán carácter administrativo y dependerán de la Administración actuante, adquiriendo su personalidad jurídica mediante la inscripción en el correspondiente registro administrativo (art. 26 RGU). Sus Estatutos deberán ser aprobados por la Administración actuante (art. 27 RGU).

	
5º.  La cuota de participación de cada propietario en la EUC será la que viniera fijada en la Junta de Compensación, en el Proyecto de Reparcelación o la específica que se fije. Si se constituyen regímenes de propiedad horizontal, las cuotas se determinarán en función de la participación de cada finca en la comunidad (art. 69 RGU).

	
6º.  Los acuerdos de la EUC se adoptarán por mayoría simple de las cuotas de participación, salvo que en sus Estatutos o en otra norma se establezca un quorum especial para determinados supuestos (art. 29 RGU)

	
7º.  Dado que el municipio siempre es el titular de los dominios públicos, obras, dotaciones e instalaciones que primero fueron objeto de cesión y posteriormente de conservación por un tercero, puede exigir de oficio o a instancia de la EUC el cobro de deudas por vía de apremio (art. 70 RGU).

	
8º.  La disolución de la EUC se llevará a cabo mediante acuerdo de la Administración urbanística, una vez que esta haya cumplido con sus fines. No procederá su disolución mientras no conste que ha cumplido con todas sus obligaciones (art. 30 RGU). Como se pondrá de manifiesto en los siguientes capítulos, han corrido ríos de tinta a la hora de determinar cuándo una EUC ha cumplido sus obligaciones, máxime cuando se trata de un conjunto de actividades que se sostienen en el tiempo.



De forma análoga al RP, en muchas Comunidades Autónomas no se ha producido un desarrollo reglamentario en materia de gestión urbanística, con lo que el RGU mantiene su vigencia con carácter supletorio, aunque en algunos de forma parcial y en aspectos que no tienen relación con las EUC. Las Comunidades Autónomas donde el RGU está en vigor de forma total o parcial son las siguientes:



	
Andalucía: Vigente con carácter supletorio.

Aragón: Vigencia parcial.

Asturias: Vigencia parcial.

Baleares: vigente en Ibiza, Formentera y Menorca.

Cantabria: vigente con carácter supletorio.

Castilla y León: vigencia parcial.

Extremadura: vigente con carácter supletorio.

Galicia: vigencia parcial.

Madrid: vigente con carácter supletorio.

Murcia: vigente con carácter supletorio.

País Vasco: vigente con carácter supletorio.

La Rioja: vigente con carácter supletorio.

Valencia: vigente con carácter supletorio.





3.  Legislación autonómica

3.1.  Introducción

Como se ha indicado en los apartados anteriores, las Comunidades Autónomas son las encargadas de legislar en materia de planificación y gestión urbanística y ello, como es lógico, incluye la regulación acerca de la conservación de las futuras urbanizaciones. Serán por lo tanto las autonomías las que establecerán la posible existencia o no de figuras de carácter administrativo que puedan constituirse con este objeto, incluyendo su constitución formal, su régimen de funcionamiento y de extinción.

Cabe señalar que todas las Comunidades Autónomas han regulado una materia tan importante como el urbanismo y que en todas las legislaciones urbanísticas pueden encontrarse referencias más o menos explícitas a las EUC. A partir de ahí, la regulación es más o menos completa. En algunos casos, de forma acertada, incluso se ha establecido un régimen transitorio respecto a la anterior normativa estatal.

A continuación, se va a realizar una reseña acerca de la regulación existente en cada Comunidad Autónoma, con referencia al articulado de aplicación. Con objeto de simplificar la exposición se han incluido solamente las referencias específicas de las EUC, dejando al margen la regulación general de las Entidades Urbanísticas Colaboradoras.

3.2.  Resumen y comentarios de la legislación autonómica

3.2.1.  Andalucía



	
Ley 7/2021, de 1 de diciembre, de Impulso para la Sostenibilidad del Territorio de Andalucía (LISTA).

— Arts. 9, 98, Disposición Adicional Primera.





La legislación andaluza es realmente exigua en lo relativo a las entidades de conservación, a lo que se le suma, como ya se ha indicado, la falta de desarrollo reglamentario en materia de gestión urbanística. Así, el art. 98 LISTA establece que la conservación de las nuevas urbanizaciones corresponde al municipio o, como excepción, a los propietarios agrupados legalmente en EUC en alguno de los siguientes supuestos: cuando haya sido asumida voluntaria y motivadamente por tres cuartas partes de los propietarios, cuando se haya delimitado un ámbito o unidad de ejecución exclusivamente a estos efectos o cuando así lo prevea el instrumento de ordenación urbanística por razones de sostenibilidad económica. El contenido del art. 98 LISTA es el siguiente:


4. Excepcionalmente, la conservación de las obras de urbanización corresponderá a las personas propietarias de solares, agrupados legalmente en entidad urbanística de conservación y por el plazo establecido en su constitución, en los mismos términos dispuestos en los apartados anteriores, con independencia de que las obras sean o no de primera ejecución, en los siguientes supuestos:

a) Cuando haya sido asumida voluntaria y motivadamente por tres cuartas partes de las personas propietarias.

b) Cuando los solares estén comprendidos en ámbitos de actuación o unidades de ejecución delimitadas justificadamente a este solo efecto.

c) Cuando el instrumento de ordenación urbanística lo prevea por razones de sostenibilidad económica.

5. Las entidades urbanísticas de conservación son entes de Derecho Público y personalidad jurídica propia para el cumplimiento de sus fines urbanísticos. Asimismo, tienen la consideración de entidad urbanística colaboradora y están sujetas a la tutela del Ayuntamiento, pudiendo solicitar y obtener de este la aplicación del procedimiento de apremio para la exigencia de las cuotas de conservación que corresponda satisfacer a las personas propietarias.



Como se puede observar, la normativa andaluza no es muy extensa, pero establece algunos aspectos de interés. Por ejemplo, no establece límites temporales a la andadura de la EUC, remitiéndose para esta cuestión al acuerdo de constitución de la Entidad, que, lógicamente, deberá estar debidamente motivado. En este sentido, como cuestión destacada, la LISTA indica que el único motivo por el que el instrumento de ordenación urbanística puede prever la constitución de este tipo de Entidades radica en razones de sostenibilidad económica. Igualmente, resulta llamativo que se indique de forma expresa «…que las obras sean o no de primera ejecución…», lo que deja la puerta abierta a la constitución de EUC´s en aquellas urbanizaciones que resulten de operaciones de reforma interior sobre tejidos urbanos preexistentes o que sean objeto de amplias renovaciones.

Finalmente, de forma un tanto singular, la Disposición Adicional Primera de la LISTA establece la posibilidad de constituir «entidades de gestión y modernización» para contribuir a la «conservación, mantenimiento, ampliación y mejora de las infraestructuras» en áreas industriales de suelo urbano. Como se puede observar, se trata de un objeto que va más allá de las responsabilidades de una EUC, ya que abarca tareas como la ampliación y mejora de infraestructuras y dotaciones. Se trata de una figura cuyo régimen específico está por desarrollar y que, como indica de forma un tanto confusa la propia Disposición Adicional, se realiza «…sin perjuicio de los deberes que corresponden a las entidades locales en la prestación de los servicios y en la conservación de la urbanización de estas áreas».

3.2.2.  Aragón



	
Decreto-Legislativo 1/2014, de 8 de julio, del Gobierno de Aragón por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Urbanismo de Aragón (TRLUA).

— Arts. 40, 59, 123, 251.

Decreto-Legislativo 2/2015, de 17 de noviembre, del Gobierno de Aragón por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio de Aragón (TRLOTA).

— Arts. 44, 49.

Decreto 210/2018, de 3 de diciembre, del Gobierno de Aragón por el que se aprueba el Reglamento de Entidades Urbanísticas Colaboradoras (REUC).

— Arts. 3,12, 48, 49, 50, 51, 52, 53, 54, 55, 56, 57, 66, 68.





El elemento más destacado de la normativa aragonesa lo constituye la existencia de un reglamento específico para regular la constitución, funcionamiento y extinción de las entidades urbanísticas colaboradoras, entre las que se encuentran las EUC.

Lo más destacado de la regulación aragonesa es que el régimen de conservación de la urbanización forma parte de la ordenación estructural del Plan General de Ordenación Urbana (art. 40 TRLUA), debiendo ser recogida por el planeamiento de desarrollo de iniciativa particular, aunque, curiosamente, el art. 49 REUC establece que la obligación también puede emanar de las bases de una Junta de Compensación o provenir de un Plan o Proyecto de Interés General:


1. Los propietarios de los terrenos comprendidos en una unidad de ejecución, quedarán sujetos a la obligación de conservación a que se refiere el artículo anterior cuando así se imponga por el planeamiento urbanístico, por el plan o proyecto de interés general de Aragón, por las bases de un programa, las bases de una junta de compensación, o resulte expresamente de disposiciones legales. La imposición de la obligación de conservación deberá motivarse específicamente, pudiendo justificarse entre otras causas en función de las circunstancias concurrentes, por razones concretas de interés público o porque se solicite por los propietarios.

2. Dicha obligación se podrá imponer con independencia de la titularidad pública o privada y de uso público de la urbanización, debiendo en todo caso fijarse su duración.

3. En los supuestos señalados en el apartado primero, los propietarios se integrarán por ministerio de la ley en una entidad de conservación, para el cumplimiento del deber de conservación.



Como se puede observar, un punto débil de la normativa de Aragón radica en que, aunque se indica que el empleo de esta figura debe estar motivado, lo hace en base a aspectos demasiado indeterminados tales como las «circunstancias concurrentes» o «razones concretas de interés público», al margen, claro está, de que los propietarios lo soliciten de forma voluntaria.

Un elemento singular de la normativa aragonesa radica en la referencia expresa a la conservación de espacios privados de uso público, aspecto siempre controvertido y que, en este caso, también se puede hacer recaer en los propietarios privados si así se determina en el planeamiento.

En lo que sí es clara la normativa de Aragón es en lo relativo a la vigencia temporal de las EUC. Con carácter general se indica que el plazo ha de estar fijado, aunque se establecen dos excepciones en las que el plazo puede ser indefinido: las urbanizaciones derivadas de la regularización de parcelaciones ilegales (art. 251 TRLUA) o las urbanizaciones de titularidad privada y uso público (art. 57 REUC).

3.2.3.  Asturias



	
Decreto Legislativo 1/2004, de 22 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de las disposiciones legales vigentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo (TROTU).

— Arts. 23, 83, 196.

Decreto 278/2007, de 4 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Ordenación del Territorio y Urbanismo del Principado de Asturias (ROTU).

— Arts. 41, 44, 45, 47, 52, 53, 55, 190, 366, 367, 368, 369, 370, 371, 387, 388, 389, 390, 442.





La regulación asturiana es bastante completa, apoyada esencialmente en el ROTU. En primer lugar, queda claro que el empleo de la figura, salvo en aquellos casos en que la EUC se constituya de forma voluntaria, es una excepción que solamente puede emplearse en casos reglados: ámbitos de uso industrial, comercial o de servicios, siendo excepcional la constitución en actuaciones de tipo residencial. En cualquier caso, es preciso que el instrumento urbanístico que establece la ordenación detallada lo argumente en base a la existencia de una desproporción entre los beneficios que obtiene la colectividad y los gastos que genere la gestión y conservación de la urbanización en función de sus características propias y contexto territorial. La atribución del mantenimiento de la urbanización a la EUC puede ser total o parcial y se señala expresamente que determinados servicios los han de mantener sus empresas titulares o concesionarias. Así se indica de forma expresa en el art. 387 ROTU:


«…El instrumento de planeamiento urbanístico que establezca la ordenación detallada puede, en función de parámetros como el coste de mantenimiento de los distintos tipos de obras de urbanización o su uso, atribuir el deber de conservación y mantenimiento de la urbanización a los propietarios de bienes inmuebles comprendidos en un polígono o unidad de actuación, conforme a las siguientes reglas:

1.ª Se podrá atribuir el deber de conservación a los polígonos o zonas industriales, así como aquellos ámbitos destinados al uso comercial y de servicios. Excepcionalmente, dicho deber se podrá atribuir a actuaciones de tipo residencial.

2.ª La atribución del deber puede realizarse de forma total o parcial, y asimismo por tiempo determinado o indefinidamente, condicionada, en todo caso, a la existencia constatada de un desequilibrio desproporcionado entre los beneficios que a la colectividad genera su utilización y los gastos que genere la gestión y conservación, en función de las características territoriales de la urbanización en el contexto del conjunto del término municipal y de su población.

3.ª La atribución del deber de conservación y mantenimiento determina para los propietarios afectados, incluidas, en su caso, las Administraciones Públicas que lo sean, la obligación de constituir una entidad de conservación y de permanecer integrados en la misma en tanto esté vigente la atribución del deber…».



Como se puede observar, desde el punto de vista temporal, el art. 387 ROTU establece que la constitución de la EUC puede ser por tiempo parcial o indefinido, aunque el plazo temporal queda condicionado en todo caso (se entiende que salvo cuando se constituya de forma voluntaria) a que se mantenga el mencionado desequilibrio económico. En el caso de las zonas industriales, la obligación de conservación de dotaciones públicas, servicios y resto de equipamientos puede efectuarse por un plazo de cinco años (aparentemente sin mayor justificación), mientras que a partir de ese momento solamente podrá basarse en el desequilibrio entre los gastos de mantenimiento y los ingresos que el Ayuntamiento perciba con cargo a las actividades que allí se desarrollan. También se prevé que sea la Administración Autonómica quien asuma los gastos de mantenimiento de zonas industriales si ella ha sido la entidad promotora.

Un rasgo singular de la normativa asturiana es que, al margen de las EUC, prevé otra Entidad Urbanística Colaboradora de naturaleza semejante denominada «Entidad de gestión voluntaria de zonas y polígonos industriales», que se constituye conforme a la normativa en materia de asociaciones y se regirá por el derecho privado. Sus atribuciones respecto a la conservación de la urbanización quedarán plasmadas en un Convenio con la Administración urbanística actuante.

3.2.4.  Islas Baleares



	
Ley 12/2017, de 29 de diciembre, de urbanismo de las Illes Balears (LUIB).

— Arts. 29, 63, 120, Disposición Transitoria Quinta.

Decreto 38/1987, de 4 de junio, sobre la recepción de urbanizaciones por parte de los Ayuntamientos.

— Art. 8.

Reglamento general de la Ley 2/2014, de 25 de marzo, de ordenación y uso del suelo, para la isla de Mallorca (RUSM).

— Arts. 49, 51, 53, 76, 178, 210, 264, 267, 273, 274, 275, 276, 286, 332.





La legislación balear destaca por el grado de precisión con el que cuentan algunas de sus determinaciones, siendo posiblemente la más completa de todas las normas autonómicas. Como es habitual, prevé que sea el planeamiento general el que determine la necesidad de constituir EUC para un determinado ámbito urbanístico, basada en el informe de sostenibilidad económica establecido en el TRLS2015. El art. 120 LUIB establece que la EUC solamente podrá constituirse de forma obligatoria en el caso de urbanizaciones alejadas de los núcleos de población existentes, aunque el Art. 332 RUSM lo hace extensivo a todos aquellos casos en que el planeamiento lo determine por la desproporción entre los costes de mantenimiento y los tributos derivados del carácter «extensivo» de la urbanización o por otras «circunstancias concurrentes»:


3. No obstante lo previsto en el apartado 2, la conservación de las obras de urbanización corresponderá a las personas propietarias de los solares, previa constitución de garantía y agrupadas legalmente en entidad urbanística de conservación de acuerdo con los artículos 273 a 276 de este Reglamento, en los supuestos siguientes:

a) Cuando las personas propietarias hayan asumido voluntariamente la conservación a través de cualquier procedimiento que garantice la oportuna publicidad.

b) Cuando el instrumento de planeamiento que haya legitimado la ejecución de la urbanización así lo determine, por razones justificadas de desproporción entre los costes y los tributos, derivada del carácter extensivo de la urbanización u otras circunstancias concurrentes.

La entidad urbanística colaboradora mantendrá la obligación de conservación en cualquiera de los supuestos anteriores hasta que el ámbito urbanizado llegue a tener consolidada la edificación correspondiente a los terrenos con aprovechamiento lucrativo de las personas propietarias en un porcentaje del 50 %, correspondiendo después la conservación al municipio, momento en el que se devolverán las garantías constituidas a que se refiere el apartado 4 de este artículo, previa resolución del correspondiente ayuntamiento.



Al margen del caso general del art. 332 RUSM, la legislación balear también prevé la constitución de EUC en los asentamientos en el medio rural (art. 76 RUSM).

Como se puede observar, la legislación balear no prevé un límite temporal para el funcionamiento de las EUC, sino que establece un límite de carácter fáctico: podrá extinguirse en el momento en que el 50% del aprovechamiento lucrativo del ámbito urbanístico tenga consolidada la edificación. Como se verá en el capítulo siguiente, esta fórmula vendría a resolver gran parte de los problemas que surgen alrededor de esta figura, en tanto que supone un intento de objetivar en qué momento puede entenderse que se rompe ese desequilibrio entre la «desproporción de los costes de mantenimiento» y los tributos que el municipio puede recaudar dentro del ámbito de la urbanización.

Además de los anteriores, la normativa de las Islas Baleares contempla otros elementos de interés. Por un lado, la EUC está obligada a prestar una garantía del 3% del coste de la obra de urbanización ante el municipio y también prevé que este ejecute subsidiariamente tareas de conservación a costa de los propietarios, incluyendo aquellos que no se hayan incorporado formalmente. Un elemento de gran interés radica en que cuando la constitución de la EUC se produzca de forma voluntaria, a través de convenio con el Ayuntamiento, solamente vincula a aquellos propietarios que han suscrito la iniciativa (art. 274 RUSM):


1. Si el planeamiento urbanístico no establece la obligación de las personas propietarias de conservar las obras de urbanización, la constitución de las entidades urbanísticas de conservación exigirá, previa o simultáneamente, el otorgamiento de un convenio con el ayuntamiento.

2. El convenio establecerá las funciones de la entidad de conservación, el plazo de vigencia y las condiciones de entrega al ayuntamiento, al vencimiento del plazo, de las obras, las instalaciones y los servicios, que han constituido el objeto de los deberes de conservación, además de los otros aspectos que se consideren adecuados. El convenio deberá someterse a la publicidad que corresponde a los estatutos de la entidad de conservación proyectada.

3. El deber de conservación sólo se asume por parte de las personas propietarias que se incorporen a la junta de conservación que se constituya.



3.2.5.  Islas Canarias



	
Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo y de los Espacios Naturales Protegidos de Canarias (LSENPC).

— Arts. 218, 266, 290.

Decreto 183/2018, de 26 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento de Gestión y Ejecución del Planeamiento de Canarias (RGEPC).

— Arts. 4, 47, 50, 73, 126, 134, 136, 139, 141, 142, 143, 144.





La regulación de la figura de la EUC en las Islas Canarias es bastante escasa, sobre todo si se compara con otras autonomías. Como es habitual, la EUC puede constituirse por acuerdo voluntario de los propietarios o por estar así establecido en el planeamiento urbanístico. En principio, no se indica nada acerca del margen de tiempo en que el mantenimiento puede ser asumido por los propietarios a través de EUC, aunque el art. 144 RGEPC indica de forma expresa que hay que establecer un período de tiempo. A mayor abundamiento, el art. 73 RGEPC establece que las Entidades Urbanísticas de Gestión (juntas de compensación y otras) son de duración limitada, pero excluye de forma expresa las EUC. Así, se remite a que la disolución de la EUC se producirá, previo acuerdo de la Administración actuante por el «cumplimiento de sus fines» o implícitamente cuando se haya producido la «recepción de la urbanización». Este último término es especialmente confuso, ya que a la finalización de las obras de urbanización es preciso un acto formal de recepción de los dominios públicos, con independencia de quién lleve a cabo su mantenimiento posterior (el art. 139 RGEPC habla de un confuso «certificada la finalización de las obras», mientas que el art. 144 sí se refiere a una recepción). Como se detallará en el Capítulo 4, hay que ser especialmente cuidadoso a la hora de concretar el conceto de «recepción de las obras», ya que en algunas ocasiones se ha referido al momento en que la obra se finaliza y otras al momento en que la EUC finaliza su labor y se la entrega al Ayuntamiento.

Tampoco quedan reguladas las condiciones físicas o territoriales en que se puede imponer la conservación de la urbanización a los particulares. Así, con una redacción bastante confusa, el art. 144.2 RGEPC establece:

«La conservación de las obras de urbanización corresponderá a la Administración cuando sea desproporcionada su extensión a otros sujetos con relación al total del término municipal que implique un desequilibrio no justificado entre tributos que gravan la propiedad y el coste de conservación y mantenimiento».


Parece que lo que se pretende indicar, aunque de forma poco clara, es que el establecimiento de la carga de conservación a los propietarios debe basarse en un desequilibrio entre los ingresos y gastos municipales en ese ámbito.

Se indica de forma expresa que no podrá ser objeto de la EUC la conservación de obras o servicios municipalizados o que sean objeto de concesión administrativa.

3.2.6.  Cantabria



	
Ley 2/2001, de 25 de junio, de Ordenación Territorial y Régimen Urbanístico del Suelo de Cantabria.

— Arts. 7, 58, 119, 156.





La normativa urbanística de Cantabria apenas tiene referencias a las EUC, más allá de reconocer la existencia de esta figura. Solamente se indica que la creación será obligatoria cuando lo determine el planeamiento urbanístico (referencia específica a los Planes Parciales) y que mediante convenio urbanístico se precisará el alcance de los compromisos de conservación de los particulares. Como se puede observar, no existe referencia expresa a posibles requisitos de la unidad urbanística o a los límites temporales en que se ejercerá el mantenimiento.

3.2.7.  Castilla-La Mancha



	
Decreto Legislativo 1/2010, de 18 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística (TRLOTAU).

— Arts. 135, 136, 192, Disposición Transitoria Novena.

Decreto 29/2011, de 19 de abril, por el que se aprueba el Reglamento de la Actividad de Ejecución del Texto Refundido de la Ley de Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística (RAE).

— Arts. 22, 23, 24, 25, 26, 27, 28, 29, 43, 185.





La normativa de Castilla-La Mancha no es excesivamente completa. No obstante, a la habitual regulación acerca de la constitución, régimen de funcionamiento o disolución de las EUC, se le agregan algunos aspectos de interés conceptual. Por ejemplo, el art. 135 TRLOTAU indica que la constitución de una EUC solamente puede preverse en el caso de actuaciones urbanizadoras autónomas de uso turístico o residencial de baja densidad poblacional, así como en complejos industriales o terciarios también de carácter aislado, siempre que el planeamiento lo prevea (arts. 24 y 185 RAE):


1. La conservación de las obras de urbanización, incluyendo el mantenimiento de las dotaciones y los servicios públicos correspondientes, incumbe a la Administración actuante, salvo en el caso de actuaciones urbanizadoras autónomas de uso turístico o residencial de baja densidad poblacional de carácter aislado o complejos industriales o terciarios de similar carácter, en cuyo caso se podrán constituir entidades urbanísticas de conservación integradas por los propietarios de las mismas, de manera voluntaria u obligatoria, en los términos que reglamentariamente se determinen.

2. En las obras de urbanización realizadas por gestión indirecta o por particulares, el deber previsto en el número anterior comenzará desde el momento de la recepción definitiva por la Administración actuante de las correspondientes obras, salvo lo dispuesto en el artículo siguiente.



Respecto a su duración, el art. 185 RAE establece que la EUC podrá mantenerse mientras existan las circunstancias que motivaron su implantación, se entiende que en lo relativo a su situación aislada y a los usos, ya que no existen otras condiciones en el TRLOTAU. Por otro lado, no existe una referencia específica acerca del umbral bajo el que se considera que un desarrollo es de baja densidad. Además de las causas de constitución obligatoria, el RAE establece la posibilidad de constitución voluntaria.

3.2.8.  Castilla y León



	
Ley 5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y León (LUCL).

— Arts. 68 bis, Disposición Adicional Undécima.

Decreto 22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Urbanismo de Castilla y León (RU).

— Arts. 195, 208.





La regulación de las EUC en Castilla y León es casi inexistente. Únicamente se reconoce que el Ayuntamiento podrá suscribir convenio urbanístico con los propietarios de un ámbito a los efectos de que estos «colaboren» en la conservación y mantenimiento de la urbanización. Este convenio determina la obligación de constitución de una EUC por un plazo que obligatoriamente debe situarse entre cuatro y diez años, sin perjuicio de su renovación al final del plazo. La falta de renovación representa la disolución de la EUC. Es llamativo que exista una regulación específica para los parques tecnológicos de promoción institucional, ya que la Disposición Adicional Undécima LUCL señala la posibilidad de suscribir un convenio (limitado temporalmente) entre la entidad promotora y el Ayuntamiento en el que se establecen los gastos a sufragar por los propietarios, pero sin ser exigible la constitución de una EUC.

Como se verá a lo largo de los sucesivos capítulos, la escasez regulatoria en esta Comunidad Autónoma contrasta con el amplio empleo de esta figura, en muchos casos con abundante litigiosidad, sobre todo en zonas con importante presión inmobiliaria para segunda residencia como es el caso de las provincias de Segovia y Ávila.

3.2.9.  Cataluña



	
Decreto Legislativo 1/2010, de 3 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Urbanismo (TRLU).

— Arts. 44, 122, 123, 131, Disposición Transitoria Decimotercera, Disposición Final Cuarta.

Decreto 305/2006, de 18 de julio, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley de Urbanismo (RLU).

— Arts. 40, 42, 68, 77, 187, 189, 190, 193, 196, 201, 202, 203, 204.





La regulación de las EUC (en Cataluña denominadas Juntas de Conservación) es, junto con la balear, la más completa. Además, contiene una serie de elementos de interés. En primer lugar, debe ser el planeamiento general municipal (Plan de Ordenación Urbanística Municipal o Programa de Actuación Urbanística Municipal) el que establezca la obligatoriedad de conservación de las infraestructuras por parte de los propietarios y además, quedan establecidos los casos en que esto es posible. Así, según el art. 68 RLU, el plan puede imponer esta obligación por razones justificadas de desproporción entre los costes y los tributos, desproporción que puede proceder del carácter «extensivo» de la urbanización o de «otras circunstancias» que concurran:

7. Respecto a los sectores de planeamiento derivado y a los polígonos de actuación urbanística en suelo urbano no consolidado, también corresponde al plan de ordenación urbanística municipal, en su caso, imponer a las personas propietarias la obligación de conservar las obras de urbanización, agrupadas legalmente como junta de conservación. El plan puede imponer esta obligación por razones justificadas de desproporción entre los costes y los tributos, derivada del carácter extensivo de la urbanización o de otras circunstancias que concurran, y hasta que el ámbito no llegue a tener consolidada la edificación en dos terceras partes. A tales efectos, el plan puede establecer un plazo inicial máximo de cinco años a partir de la recepción total o parcial de las obras de urbanización, plazo que únicamente será prorrogable, por acuerdo municipal, por un período máximo de cinco años más, si a su finalización no se ha llegado al grado de consolidación de la edificación indicado.


Por su parte, no ha tenido desarrollo reglamentario claro el caso indicado en el art. 44 TRLU donde se contempla otra causa, ciertamente ambigua, denominada «insuficiencia de la urbanización» (se repite sin aclararse en los arts. 40 y 42 RLU).

Al margen de los casos en que se constituya voluntariamente, donde se estará a lo indicado en el correspondiente convenio, el plazo temporal de la EUC puede extenderse hasta que la urbanización esté consolidada por dos terceras partes de la edificación, con un máximo de cinco años. Si transcurrido el plazo de cinco años no se ha alcanzado el grado de consolidación indicado, mediante acuerdo municipal se puede prorrogar su vigencia por otro plazo improrrogable de otros cinco años. Como ya se ha indicado, esta regulación deja poco margen a la duda del momento en que la EUC debe extinguirse y, a la vez, fomenta la acción urbanística responsable. Se indica de forma expresa que a la finalización de la vigencia de la EUC se producirá un acto formal de recepción por parte del Ayuntamiento, teóricamente destinado a comprobar la integridad y grado de conservación de los servicios e infraestructuras públicas cuyo mantenimiento pasa a ser municipal.

La normativa catalana presenta un aspecto notoriamente singular frente al resto de autonomías: la constitución de la aquí denominada Junta de Conservación es potestativa. En el caso en que esta no se constituya, será el Ayuntamiento quien lleve a cabo la conservación de la urbanización, girando a tal efecto las correspondientes cuotas de conservación, tal y como se indica en el art. 201 RLU:


1. Cuando el deber de conservación de las obras de urbanización recaiga sobre las personas propietarias comprendidas en un polígono de actuación urbanística en virtud de las determinaciones del planeamiento, éstas se pueden constituir en junta de conservación para el cumplimiento de las obligaciones derivadas del referido deber.

2. En el supuesto a que se refiere el apartado anterior, si las personas propietarias no se constituyen en junta de conservación, la administración actuante conserva las obras de urbanización a su cargo, exigiéndoles las correspondientes cuotas de conservación. También se exige el pago de cuotas de conservación a las personas propietarias que no se hayan adherido en la junta de conservación constituida.

3. En caso de incumplimiento de la obligación de conservar las obras de urbanización, la administración actuante puede aplicar la ejecución subsidiaria, con la declaración previa de incumplimiento de la referida obligación.



En el caso de que sí exista Junta de Conservación, también serán exigibles las cuotas a los propietarios no adheridos, salvo en el caso de juntas de conservación constituidas de forma voluntaria (art. 202 RLU). También se prevé la posibilidad de constituir Entidades Urbanísticas Colaboradoras de carácter provisional donde sus miembros tienen la misión de impulsar la constitución de otra definitiva, que puede ser una EUC.

3.2.10.  Extremadura



	
Ley 11/2018, de 21 de diciembre, de ordenación territorial y urbanística sostenible de Extremadura (LOTUSE).

— Arts. 71, 88, Disposición Transitoria Novena.

Ley 7/2018, de 2 de agosto, extremeña de grandes instalaciones de ocio (LEGIO).

— Arts. 9, 10.





La regulación extremeña en materia de EUC es muy escasa. Con carácter general se limita al art. 88 LOTUSE, donde se indica que únicamente se puede imponer la constitución de una EUC en actuaciones de urbanización autónomas de uso mayoritario turístico o residencial de baja densidad, así como en complejos industriales o terciarios de similar naturaleza:

1. La conservación de las obras de urbanización, incluyendo el mantenimiento de las dotaciones y los servicios públicos correspondientes, incumbe en todo caso al Municipio. Se exceptúan de esta regla los supuestos de actuaciones urbanizadoras autónomas de uso mayoritario turístico o residencial de baja densidad de carácter aislado o consistentes en complejos industriales o terciarios de similar carácter, en los que se deberán constituir entidades urbanísticas de conservación integradas por las personas propietarias de terrenos, edificaciones e instalaciones, de manera obligatoria.


Al margen de esta regulación general, existen dos supuestos especiales. Por un lado, el art. 71 LOTUSE establece que los propietarios de terrenos incluidos en asentamientos irregulares en suelo rústico tendrán que constituirse en EUC con objeto de contribuir a mitigar los efectos negativos que estos asentamientos hayan podido provocar en el medio ambiente. Por otro lado, tendríamos las EUC que debieran constituirse en las «Grandes Instalaciones de Ocio», que según la normativa autonómica (LEGIO) deben tener, entre otros requisitos, una superficie superior a 300 ha. con uso terciario, dotacional y residencial, sin que este último supere el 20% de la edificabilidad de la actuación.

3.2.11.  Galicia



	
Ley 2/2016, de 10 de febrero, del suelo de Galicia (LSG).

— Arts. 66, 96.

Ley 5/2017, de 19 de octubre, de fomento de la implantación de iniciativas empresariales en Galicia.

— Art. 19.

Decreto 143/2016, de 22 de septiembre, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley de Suelo de Galicia (RLSG).

— Arts. 159, 232, 233, 322, 324, 327.





Aunque la legislación gallega no es excesivamente exhaustiva, contiene algunos elementos de interés. Por un lado, deberá ser el planeamiento quien regule si el mantenimiento de la futura urbanización corresponderá al municipio, a los futuros propietarios o incluso al promotor de la urbanización (supuesto singular). En el caso de que el mantenimiento quede a cargo de los propietarios, se deberá constituir obligatoriamente una EUC por el «plazo que señale el plan». El art. 159 RLSG indica que será obligatorio establecer un plazo, aunque sin más referencia. Sin embargo, el art. 96 LSG prevé otra alternativa para la constitución de la EUC: que más del 50% de los propietarios de un ámbito lo soliciten y así lo acuerde el pleno municipal, quedando incorporados tanto los solicitantes como el resto de los propietarios:


6. La conservación de la urbanización corresponderá al ayuntamiento. El planeamiento urbanístico podrá prever la obligación de los propietarios de los solares resultantes de la ejecución de la urbanización de constituirse en entidad urbanística de conservación, correspondiendo, en este caso, la conservación de la urbanización a esta entidad por el plazo que señale el plan.

Las entidades urbanísticas de conservación son entidades de derecho público, de adscripción obligatoria y con personalidad y capacidad jurídica propias para el cumplimiento de sus fines. Los requisitos para su constitución e inscripción en el registro administrativo correspondiente y el contenido mínimo de los estatutos se establecerán reglamentariamente.

Las cuotas de conservación que corresponda satisfacer a los miembros de la entidad urbanística de conservación serán obligatorias y exigibles por vía de apremio.

7. El pleno de la corporación, a petición de los propietarios de, al menos, el 50 % de la superficie del ámbito, podrá acordar la constitución obligatoria de una entidad urbanística de conservación que se haga cargo de la conservación de la urbanización del mismo. Los propietarios de los solares incluidos en el ámbito quedarán incorporados obligatoriamente a la entidad urbanística de conservación, debiendo contribuir a los gastos de conservación en proporción a su aprovechamiento urbanístico.



En este caso también será necesario que el acuerdo municipal establezca el plazo en que se extenderá el mantenimiento a cargo de los propietarios (art. 232 RLSG).

La legislación urbanística general es trasladada a la legislación específica sobre iniciativas empresariales de tipo industrial o comercial, aunque con ciertas especificidades. Dado que estas iniciativas son gestionadas por el Instituto Gallego de la Vivienda y Suelo, los municipios deberán solicitar a este que incluya dentro de la iniciativa la obligación del mantenimiento de la urbanización por los propietarios a través de una EUC. Esta petición deberá justificarse en la certificación de que el municipio no tiene medios para asumir su mantenimiento y podrá ser atendida por un plazo máximo de cinco años (en el mismo artículo se indica de forma contradictoria un plazo de cuatro años). En este supuesto también cabe que más del 50% de los propietarios soliciten de forma voluntaria la constitución de la EUC, también por un plazo máximo de cinco años. A partir de ahí, pueden hacerse sucesivas peticiones de prórroga de los propietarios (siempre más de un 50%) por plazos de dos años.

3.2.12.  Comunidad de Madrid



	
Ley 9/1995, de 28 de marzo, de Medidas de Política Territorial, Suelo y Urbanismo.

— Art. 48.

Ley 9/2001, de 17 de julio, del Suelo, de la Comunidad de Madrid (LSM).

— Arts. 71, 136, 137, 246.





La regulación de la Comunidad de Madrid en materia de EUC es notoriamente singular, a la vez que escasa. Este hecho es sorprendente si se tiene en cuenta la dinámica urbanística que existe en esta Comunidad Autónoma. Sus dos preceptos más destacados se recogen en el art. 136 LSM:


1. La conservación de la urbanización es competencia del Ayuntamiento.

2. El planeamiento urbanístico y, en defecto de éste, las condiciones en las que se defina el sistema de ejecución elegido para su ejecución podrán prever la obligación de los propietarios de los solares resultantes de dicha ejecución de constituirse en entidad urbanística de conservación, en cuyo caso la conservación de la urbanización corresponderá a ésta.

3. La atribución de la conservación a los propietarios agrupados en entidad urbanística de conservación en los términos del número anterior comportará para el Ayuntamiento la obligación legal de subvencionar dicha entidad.



Por un lado, se indica que, aparte de en el planeamiento, la obligación de la constitución de la EUC puede determinarse en el marco del sistema de ejecución del ámbito urbanístico. Este hecho constituye una auténtica singularidad en el ámbito autonómico. Por otro lado, se regula otro elemento singular, a la vez que impreciso, ya que se establece que la constitución de la EUC comporta la obligación municipal de subvencionarla. No se establecen limitaciones temporales o económicas a esta obligación, ni una regulación de la aportación municipal, lo que ha sido fuente de no pocas reclamaciones por parte de las EUC a los Ayuntamientos.

3.2.13.  Región de Murcia



	
Ley 13/2015, de 30 de marzo, de ordenación territorial y urbanística de la Región de Murcia (LOTURM).

— Arts. 188, 234, 258, 282.

Ley 10/2018, de 9 de noviembre, de Aceleración de la Transformación del Modelo Económico Regional para la Generación de Empleo Estable de Calidad.

— Arts. 1, 2, 3, 5, Disposición Final Tercera.





En el caso de la Región de Murcia, la constitución de la EUC puede venir dada por dos supuestos. Por un lado, por la previsión del planeamiento urbanístico en base a su preceptivo Informe de Sostenibilidad Económica (ISE). En este caso, la EUC quedará constituida por un plazo determinado, que será prorrogable, en función de las circunstancias recogidas en el propio ISE. En segundo lugar, cuando los propietarios lo asuman de forma voluntaria, en cuyo caso también deberá indicarse un plazo máximo prorrogable por acuerdo con los propietarios. No se establece ningún porcentaje de propietarios para hacer esta solicitud o para solicitar las prórrogas (art. 188 LOTURM):


7. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el deber de conservación corresponderá, total o parcialmente, a los propietarios cuando se produzca alguno de los siguientes supuestos:

a) Que se prevea expresamente por el planeamiento urbanístico, en función de los resultados del informe de sostenibilidad económica. La imposición de este deber a los propietarios por el planeamiento deberá tener un plazo determinado, que será prorrogable. El plazo, así como la prórroga, se determinará por el ayuntamiento en función de las circunstancias objetivas que dieron lugar a su imposición.

b) Que los propietarios lo asuman voluntariamente. La asunción voluntaria de esta obligación deberá formalizarse en convenio con el ayuntamiento por un plazo que deberá estar determinado, el cual podrá prorrogarse por periodos sucesivos de la misma duración, cuando de manera expresa se manifieste tal voluntad por los propietarios.

8. Cuando la conservación de la urbanización corresponda a los propietarios, estos se organizarán en entidades dedicadas, de forma exclusiva o no, a la conservación de dichas obras, con el régimen que se establezca por vía reglamentaria o mediante convenio.



También se indica, de forma singular, que cuando sea preceptiva la constitución de la EUC, se retendrán las garantías al promotor de la urbanización hasta que se constituya esta.

Como hecho notable, la legislación de la Región de Murcia contempla las EUC, denominadas «Comunidades de Gestión», como un elemento dinamizador de la economía de la región, ya que pueden propiciar un entorno más favorable para el desarrollo empresarial. Por ello, se fomenta la creación de una EUC en cada zona industrial, con algunas particularidades respecto a las convencionales. Por ejemplo, estas EUC tendrían un mayor alcance de sus fines (directorio de empresas, vigilancia privada, promoción empresarial, etc.), mientras que se prevé que su duración sea como máximo de 10 años, prorrogables en función de que sigan concurriendo las circunstancias que motivaron su implantación (se entiende una referencia a lo que determine el ISE). En estos casos, es obligatorio que el municipio contribuya a los gastos de conservación. Otro elemento de interés radica en que se indica de forma expresa que es necesario regular el deber de conservación tanto para elementos y servicios sobre rasante (alumbrado público, recogida de basura, zonas verdes, red viaria, señalización vertical y horizontal y drenaje), como para los subterráneos (abastecimiento de agua, electricidad, telecomunicaciones, etc.).

3.2.14.  Comunidad foral de Navarra



	
Decreto Foral Legislativo 1/2017, de 26 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Foral de Ordenación del Territorio y Urbanismo (TRLFOTU).

— Arts. 69, 85.

Decreto Foral 85/1995, de 3 de abril, por el que se aprueba el Reglamento de la Ley Foral 10/1994, de 4 de julio, de normas reguladoras de Ordenación del Territorio y Urbanismo (RLFOTU).

— Arts. 53, 55, 56, 60.





La normativa de la Comunidad Foral de Navarra tiene varios puntos débiles, empezando por el gran desfase temporal entre el TRLFOTU y el RLFOTU. Así, mientras que en el reglamento de 1995 se establece una regulación que puede denominarse como «convencional», con la salvedad del hecho de que los planes de iniciativa particular donde se prevea una EUC cuenten con un anteproyecto de Estatutos, en el TRLFOTU se introduce el confuso concepto de «urbanización de carácter privado». De este modo, el art. 69 TRLFOTU establece que para este tipo de urbanizaciones el plan deberá contener el convenio para regular la conservación de las obras de urbanización:

2. No obstante cuando los Planes de iniciativa particular estén destinados a la realización de urbanizaciones de carácter privado deberán contener, además, el Convenio suscrito entre el urbanizador y el Ayuntamiento, en orden a la ejecución de las obras de urbanización y conservación de las mismas, así como a la implantación de los servicios y dotaciones comunitarios y las garantías del cumplimiento del Convenio y de los compromisos de ejecución y conservación adquiridos.


Podría pensarse que cuando el TRLFOTU se refiere a «urbanizaciones de carácter privado», lo hace a espacios de titularidad privada, pero, posteriormente, el art. 85.4 TRLFOTU prevé que incluso en el caso de urbanizaciones residenciales, industriales o terciarias privadas exista una recepción de obras por parte de la Administración, lo que parece desmentir esta posibilidad. De este modo, el término «privadas» parece referirse a aquellas con «conservación privada».

3.2.15.  País Vasco



	
Ley 2/2006, de 30 de junio, de Suelo y Urbanismo (LSU).

— Arts. 11, 131, 197.

Decreto 128/2019, de 30 de julio, por el que se aprueban definitivamente las Directrices de Ordenación Territorial de la Comunidad Autónoma del País Vasco.

— Art. 12.





La regulación de las EUC en la Comunidad Autónoma del País Vasco se limita a unos pocos artículos, careciéndose de desarrollo reglamentario propio. El núcleo de las directrices para las aquí denominadas «Juntas de Conservación» se encuentra en el art. 197 LSU, donde apenas se establecen una serie de referencias genéricas: que será el planeamiento o programa de actuación urbanizadora (o disposición legal) quien establezca la obligatoriedad de constitución de la EUC y que siempre lo hará de forma justificada y necesariamente con carácter temporal:


2. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los propietarios de los terrenos comprendidos en una unidad de ejecución quedarán obligados a costear la conservación de las obras de urbanización e instalaciones públicas de la misma cuando así se imponga, de forma justificada y necesariamente con carácter temporal, por el planeamiento o por el programa de actuación urbanizadora o resulte expresamente de disposiciones legales.

Los propietarios se constituirán en junta y aportarán al mantenimiento en proporción a su cuota de participación. Reglamentariamente se determinarán las condiciones de constitución, funcionamiento y otras características de estas juntas, así como su relación con la correspondiente administración municipal.

3. Las obras de urbanización de titularidad privada serán siempre conservadas y mantenidas por sus propietarios, ya sean individuales o en comunidad, en cuyo caso los gastos se distribuirán según las normas propias del régimen de propiedad horizontal y, en su defecto, en función de las cuotas que les correspondan en la copropiedad.



Como se puede observar, en la legislación del País Vasco, contrariamente a la Navarra, sí se diferencia con meridiana claridad entre una urbanización «privada», entendida como aquella de titularidad privada, de otra, de carácter público, cuya conservación se puede atribuir, de forma coyuntural, a los propietarios de inmuebles en ese ámbito.

Como elemento singularizado, dentro de la estrategia territorial autonómica para promover la renovación, reforma y puesta en valor del suelo destinado a actividades económicas, se recoge la necesidad de promover herramientas destinadas a que propietarios y ayuntamientos colaboren en la conservación y mantenimiento de estos suelos. Se trata, como se puede ver, de una referencia indirecta a la eficacia de las EUC para gestionar este tipo de espacios.

3.2.16.  La Rioja



	
Ley 5/2006, de 2 de mayo, de Ordenación del Territorio y Urbanismo de La Rioja.

— Arts. 95, 236.





Solo existen dos referencias a las EUC en la normativa riojana, y una de ellas es indirecta. Por un lado, existe la habitual referencia a que los planes de iniciativa particular deben contener las previsiones sobre la futura conservación de las obras de urbanización. Por otro lado, se establece la obligatoriedad de constituir una EUC en los ámbitos desarrollados a partir de un Plan Especial para la Regularización Urbanística, aquellos por los que se dota de infraestructuras adecuadas a las parcelaciones irregulares en suelo no urbanizable. No se indica nada acerca de posibles plazos u otros límites para el empleo de esta figura.

3.2.17.  Comunidad Valenciana



	
Decreto 1/2021, de 18 de junio, del Consell, de aprobación del Texto Refundido de la Ley de ordenación del territorio, urbanismo y paisaje (TRLOTUP).

— Arts. 169, 178, Disposición Transitoria Decimonovena.





Como se ha indicado en el Capítulo 1, la legislación valenciana ha sido titubeante en relación con las EUC. Como se indicó, solamente el art. 169 TRLOTUP recoge la posibilidad de su constitución voluntaria (bajo la denominación de Asociaciones Privadas de Conservación de la urbanización). La otra referencia, también indirecta, es la incluida en la Ley 14/2018, de 5 de junio, de Gestión, Modernización y Promoción de las Áreas Industriales de la Comunitat Valenciana, donde pieza clave de esta pretendida modernización son las «entidades de gestión y modernización» de ámbitos estratégicos de uso terciario o industrial. De hecho, frente a las medidas de fomento u obligatoriedad que se han establecido en otras Comunidades Autónomas, en la Comunidad Valenciana se establecen limitaciones al empleo de esta figura y, en general, a que sea alguien distinto del municipio quien se encargue del mantenimiento de las infraestructuras urbanas. Por ejemplo, se indica que carecerá de validez cualquier «pacto o disposición» que pretenda que sean los propietarios los encargados de mantener la urbanización, sin «colaboración o control público» o «sin condiciones o por tiempo indefinido» (art. 169 TRLOTUP):


1. La conservación de las obras de urbanización es responsabilidad del ayuntamiento desde su recepción, siendo antes del agente urbanizador, salvo la reparación de vicios constructivos. Carecerá de validez todo pacto o disposición que pretenda trasladar esa competencia a personas privadas, propietarios o propietarias o asociaciones de personas propietarias, sin colaboración y control público o sin condiciones o por tiempo indeterminado.

2. La conservación de las obras de urbanización se podrá realizar por gestión directa o por gestión indirecta. En el caso de gestión indirecta, la contratación de la conservación de la urbanización se realizará de conformidad con la legislación de contratos del sector público.

No obstante, los administrados podrán constituir e integrarse voluntariamente en asociaciones privadas de conservación de la urbanización, cuyo objeto sea la conservación de las obras públicas de urbanización y el mantenimiento de servicios extraordinarios que sean de interés particular.



Como se puede observar, se emplean términos ciertamente imprecisos (empezando por el término «pacto») y tampoco queda claro en qué consistiría la colaboración o control público, que por otra parte se considera inherente a cualquier tipo de Entidad que gestione, en este caso a través de la conservación, bienes de dominio público.

3.2.18.  Ceuta y Melilla

La CE no otorga a las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla capacidad legislativa, con lo que, en materia de urbanismo, aparte del TRLS2015 quedan en vigor tanto el TRLS1976 como sus reglamentos de desarrollo. De este modo, cualquier referencia a las EUC habrá que buscarla en estos textos legales, de los cuales ya se han expuesto sus principales líneas maestras.

3.3.  Análisis conjunto de la normativa autonómica

La primera conclusión que se puede extraer del análisis la normativa autonómica es que, con mayor o menor precisión regulatoria, la posibilidad de que la conservación de las urbanizaciones pueda trasladarse a los particulares, agrupados en torno a la una EUC o figuras equivalentes, está presente en todas las Autonomías. A partir de ahí, la regulación es bastante diferente en cada caso, aunque existen algunas cuestiones de forma y de fondo que se repiten con mayor o menor insistencia.

Por ejemplo, como elemento más destacado, cabe señalar que en la mayoría de las normativas autonómicas subyace, de forma más o menos velada, que la posibilidad de trasladar a los particulares la obligación de conservar espacios públicos debe estar bien justificada, y ha de estarlo en base a la sostenibilidad económica del modelo urbanístico planteado. Así, en Comunidades Autónomas como Asturias, Baleares, Cataluña o Murcia, la referencia a la sostenibilidad económica del mantenimiento de los servicios públicos es explícita, mientras que en otros casos como Castilla-La Mancha o Extremadura es implícita, al vincular el mantenimiento de la urbanización por parte de los propietarios a desarrollos aislados o de baja densidad. En este sentido, resulta sorprendente el número de Autonomías que fomentan la creación de EUC´s en desarrollos urbanísticos destinados a actividades productivas (comercial, turístico, industrial), pues, tal y como se indicará en el capítulo siguiente, no suelen ser actuaciones especialmente perniciosas para la Hacienda Local. Posiblemente, la conveniencia de la gestión singularizada de unos espacios compartidos por usuarios con intereses potencialmente comunes esté tras este hecho singular.

Uno de los aspectos donde más divergencia se puede encontrar, y que como se verá en los sucesivos capítulos, es uno de los principales focos de conflicto alrededor de las EUC´s, es la de su período de duración. Así, en la normativa autonómica conviven regulaciones que van desde remisiones en blanco al planeamiento (Andalucía, Madrid, etc.) a un límite máximo de años (Castilla y León, Cataluña), pasando por porcentajes máximos de consolidación por la edificación (Baleares) o remisiones al resultado del correspondiente Informe de Sostenibilidad Económica (Asturias, Murcia). Como se verá a lo largo de la obra, la regulación temporal es un síntoma de hasta cuánto apuesta una Comunidad Autónoma por este tipo de figuras, sin que ello implique extender su duración más allá de lo necesario.

Al margen de estos elementos de fondo, la mayoría de los aspectos procedimentales alrededor de esta figura son relativamente semejantes en todas las autonomías, como por ejemplo son la coexistencia de entidades forzosas y voluntarias, los requisitos para su funcionamiento, constitución, organización interna o su régimen de disolución y extinción, lo que afortunadamente posibilita abordar un análisis general acerca de esta figura y de las circunstancias que la rodean.
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